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ESTUDIOS Y DOCUMENTOS PREVIOS 

 
1. DATOS GENERALES DE LA CONTRATACIÓN. 

  
No. Plan Anual de Adquisiciones: 2026 

Tipo de Presupuesto: Inversión 

Nombre del proyecto que se incluyó en el 
Plan Anual de Adquisiciones 

REPARACIONES LOCATIVAS PARA EL 
MEJORAMIENTO DE LA CUBIERTA, CIELO RASO 
Y BATERÍAS SANITARIAS DE LA SEDE 
ALMIRANTE PADILLA DE LA INSTITUCIÓN 
EDUCATIVA OFICIAL FERNANDO DE LA VEGA 
DEL DISTRITO DE CARTAGENA DE INDIAS. 

 
2. INFORMACIÓN DE LA CONTRATACIÓN. 

 
Funcionario que diligencia el 

estudio previo Dependencia solicitante Tipo de contrato 

 

DIRECTOR INSTITUCION 
EDUCATIVA FERNANDO DE LA 

VEGA 
 

OBRA 

 
  

3. DESCRIPCIÓN DE LA NECESIDAD QUE SE PRETENDE SATISFACER CON EL PROCESO DE 
CONTRATACIÓN. 

 
La administración pública comprende el conjunto de organizaciones públicas que realizan la función 
administrativa y de gestión del Estado, ya sean de ámbito nacional y territorial. El término administración pública 
hace referencia a una multiplicidad de actividades que el Estado realiza para la consecución de sus fines, para 
ello es necesaria la existencia de diversos órganos que la conforman y realizan cierta actividad administrativa 
bajo los límites de su competencia. 

La actividad contractual de la administración, es una clara manifestación del ejercicio de la función administrativa 
y debe ceñirse en cuanto a los procesos de selección, celebración y ejecución de los contratos estatales, a los 
principios del artículo 209 de la Constitución Política (igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 
imparcialidad y publicidad, entre otros) y a lo dispuesto en la Ley 80 de 1993, modificada por la Ley 1150 de 
2007, reglamentada por el Decreto 1082 de 2015 y las demás normas que las modifique y adicionen;  Así mismo, 
la  contratación pública es el ejercicio a partir del cual se ejecutan materialmente los programas y proyectos del 
Plan de Desarrollo y por lo tanto es el hilo vinculante de planeación y ejecución en el ciclo de la gestión pública. 

El artículo 2º de la Constitución Política de 1991 establece que son fines esenciales del Estado: “Servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general, garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución y facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y cultural de la Nación”. 

Los fines esenciales del Estado previstos en el artículo 2° de la Constitución Política de 1991, se convierten en 
una responsabilidad de las autoridades territoriales y la base para la gestión de lo público, y se pueden sintetizar 
en tres pilares, los cuales son indivisibles e interdependientes como lo son: (i) el Desarrollo Integral (ii) los 
Derechos Humanos y (iii) la democracia participativa y pluralista. 

La planeación del desarrollo integral se erige en el punto de partida del proceso de gestión pública, dado que 
allí se establecen las directrices y estrategias para guiar la gestión del desarrollo integral. Es el proceso 
permanente mediante el cual se determina racionalmente a dónde queremos ir y cómo llegar allá. Es un punto 
de encuentro entre lo técnico y lo político para la asignación de recursos y la articulación de intereses. Su 
principal instrumento es el Plan de Desarrollo. 
 
La infraestructura educativa constituye un pilar esencial para garantizar el derecho a la educación y el desarrollo 
integral de las comunidades. Las instituciones escolares no solo son espacios para la enseñanza formal, sino 
también centros de encuentro, formación ciudadana y desarrollo social. Por ello, su adecuado funcionamiento 
y modernización resultan fundamentales para brindar ambientes de aprendizaje seguros, inclusivos y eficientes. 
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Con base en este diagnóstico, y en coherencia con las líneas estratégicas del Plan de Desarrollo Distrital 2024–
2027 “Cartagena Ciudad de Derechos” y el Programa de Modernización de la Infraestructura Educativa, se 
formula el proyecto “REPARACIONES LOCATIVAS PARA EL MEJORAMIENTO DE LA CUBIERTA, CIELO 
RASO Y BATERÍAS SANITARIAS DE LA SEDE ALMIRANTE PADILLA DE LA INSTITUCIÓN EDUCATIVA 
OFICIAL FERNANDO DE LA VEGA DEL DISTRITO DE CARTAGENA DE INDIAS”, con el propósito de 
garantizar instalaciones seguras, normativamente correctas y con la capacidad suficiente para atender la 
demanda actual y futura del establecimiento. 
 
El proyecto contempla la ejecución de una intervención integral que incluye la distribución de redes 
estructurantes – acueducto, alcantarillado, malla vial y redes de energía, los equipamientos educativos, de 
salud, culturales, deportivos, administrativos, la cobertura de los sistemas de transporte y la localización de sus 
puntos de acceso. 
 
A través de esta contratación, La Institución Educativa Fernando de La Vega avanza en su compromiso de 
brindar ambientes de aprendizaje dignos y seguros, promoviendo la calidad educativa, el bienestar de la 
comunidad escolar y el uso eficiente de los recursos públicos. Esta modernización eléctrica permitirá optimizar 
el funcionamiento de la institución, reducir riesgos operativos, mejorar la cobertura y asegurar que los espacios 
educativos sean funcionales, seguros y adaptados a las necesidades pedagógicas actuales. 
 
El objeto del contrato que se propone celebrar se encuentra incluido dentro del Plan Anual de Adquisiciones de 
Bienes, Obras y Servicios de la Institución Educativa Fernando de La vega del Distrito de Cartagena de la vigencia 
2026. 

De acuerdo con la exposición precedente, la Institución Educativa FERNANDO DE LA VEGA se propone 
materializar el proyecto de inversión que ha sido focalizado, mediante su ejecución, para lo cual requiere llevar 
a cabo un proceso de selección, que permita escoger al contratista que ejecute el contrato cuyo objeto es: 
“REPARACIONES LOCATIVAS PARA EL MEJORAMIENTO DE LA CUBIERTA, CIELO RASO Y BATERÍAS SANITARIAS 
DE LA SEDE ALMIRANTE PADILLA DE LA INSTITUCIÓN EDUCATIVA OFICIAL FERNANDO DE LA VEGA DEL 
DISTRITO DE CARTAGENA DE INDIAS” 
 
Para llevar a cabo la ejecución del proyecto de inversión que viene referenciado, la Institución Educativa, cuenta, 
además, con los respectivos estudios y diseños que contienen las especificaciones técnicas de las obras a 
ejecutar, conforme lo previsto en el artículo 87 de la ley 1474 de 2011, el cual dispone: 
 
 
 

4. OBJETO A CONTRATAR, ESPECIFICACIONES, AUTORIZACIONES, PERMISOS Y 
LICENCIAS REQUERIDOS PARA SU EJECUCIÓN. 

 
4.1. OBJETO CONTRACTUAL.  
 
“REPARACIONES LOCATIVAS PARA EL MEJORAMIENTO DE LA CUBIERTA, CIELO RASO Y 
BATERÍAS SANITARIAS DE LA SEDE ALMIRANTE PADILLA DE LA INSTITUCIÓN EDUCATIVA 
OFICIAL FERNANDO DE LA VEGA DEL DISTRITO DE CARTAGENA DE INDIAS” 

 
4.2. CLASIFICACIÓN UNSPSC. 

 
La obra pública objeto del presente proceso de contratación está codificada en el Clasificador de Bienes y 
Servicios de Naciones Unidas (UNSPSC) bajo el segmento 72, como se indica en la siguiente tabla:  
 

Clasificación UNSPSC Descripción 

72101500 Servicios de apoyo para la construcción  
72102900 Servicio de mantenimiento y reparación de instalaciones 

 
4.3. ACTIVIDADES A EJECUTAR Y ALCANCE.  

 
Las actividades y cantidades que comprende el objeto contractual y que deberán ser ofertadas por los 
proponentes y ejecutadas por el adjudicatario del contrato, son las siguientes: 
 
El proyecto reparaciones locativas de la Institución Educativa Fernando de La vega  tiene como objetivo principal 
la distribución de redes estructurantes – acueducto, alcantarillado, malla vial y redes de energía, los 
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equipamientos educativos, de salud, culturales, deportivos, administrativos, la cobertura de los sistemas de 
transporte y la localización de sus puntos de acceso.   
 
Ahora bien, estas intervenciones permitirán mejorar y recuperar los ambientes de aprendizaje y espacios 
complementarios de la sede educativa. Por lo anterior, este proyecto se encuentra registrado en el Banco de 
Programas y Proyectos de Inversión Pública del Distrito de Cartagena para ser financiado con recursos propios. 
 
 

4.4. ESPECIFICACIONES. 
 
Las especificaciones técnicas descritas en el Anexo 1 – Anexo Técnico y el Estudio Previo, los cuales incluyen 
la descripción de las obras e información técnica (localización, obras a ejecutar, especificaciones particulares, 
etc.) objeto del Proceso de Contratación. 
 
 

4.5. AUTORIZACIONES, PERMISOS Y LICENCIAS REQUERIDOS PARA LA EJECUCIÓN DEL 
OBJETO CONTRACTUAL. 
 

La Institución Educativa, cuenta con autorización para celebrar contratos durante la vigencia Fiscal 2025, de 
conformidad con lo establecido en el el literal b) del numeral 3º del artículo 11 de la ley 80 de 1.993. 
 
De conformidad con la ley 99 de 1993, sus decretos reglamentarios y en especial el Decreto 2041 2014, Decreto 
1076 de 2015, y el Decreto 376 de 2020, la  INSTITUCION EDUCATIVA ha establecido que para la ejecución 
del proyecto al que se refiere el presente estudio, no se requiere la expedición de licencia ni la obtención previa 
de permiso por parte de las autoridades ambientales; no obstante, el contratista al cual se le adjudique el 
contrato deberá atender y dar cumplimiento a los requerimientos ambientales que se hagan para este tipo de 
proyectos. 
 
 

4.6. OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA Y DE LA INSTITUCION EDUCATIVA 
 

4.6.1. OBLIGACIONES GENERALES DEL CONTRATISTA. Además de las derivadas de la esencia y 
la naturaleza del contrato, la ley, las obligaciones y condiciones señaladas en el Pliego de 
Condiciones y demás Documentos del Proceso vigente durante la ejecución del contrato, el 
Contratista se obliga a: 
 
1. Destinar a la ejecución del contrato mano de obra no calificada de la región en un porcentaje 

no inferior al quince por ciento (15 %), sin perjuicio de incluir un porcentaje superior que no 
supere el treinta por ciento (30%) de acuerdo con el personal del contratista de obra destinado 
a la ejecución del contrato. En todo caso, el cinco por ciento 5% (sin perjuicio de establecer 
un porcentaje superior, de acuerdo con el estudio del sector y características propias de la 
región, que no podrá superar el 30%) de la mano de obra no calificada de la región serán 
mujeres. 
 
Para efectos de esta obligación, se entiende por personal de la región a aquellos domiciliados 
por al menos el último año, contado a partir de la fecha del cierre del proceso, en el municipio o 
los municipios donde se ejecutará el contrato. En caso de modificarse la fecha de cierre del 
proceso, se tendrá como referencia la fecha originalmente contemplada en el Pliego de 
Condiciones definitivo. 
 
Cuando las condiciones demográficas del lugar en donde se ejecutará el contrato imposibiliten 
vincular el porcentaje anteriormente previsto, será posible contratar personal del 
departamento en donde se desarrolla el contrato. 
 
Esta obligación no se entenderá incumplida en los supuestos en que el Contratista acredite su 
debida diligencia, mediante la realización de actuaciones dirigidas a lograr la destinación 
mínima del personal requerido para la ejecución del contrato. 

 
2. Destinar a la ejecución del contrato en un porcentaje del cinco por ciento (5%) la provisión de 

bienes o servicios por parte de alguno o algunos de los siguientes sujetos: población en 
pobreza extrema, desplazados por la violencia, personas en proceso de reintegración o 
reincorporación y sujetos de especial protección constitucional: víctimas de conflicto armado 
interno, mujeres cabeza de hogar, los adultos mayores, las personas en condición de 
discapacidad, así como la población de las comunidades indígena, negra, afrocolombiana, 
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raizal, palanquera, Rrom o gitana, entre otros definidos así por la Ley o la jurisprudencia, de 
esta manera. 
 
El porcentaje de sujetos mencionados incorporados a la ejecución del contrato deberán 
mantenerse durante toda su vigencia en el porcentaje mínimo establecido en este numeral, 
so pena del incumplimiento contractual. 
 
El supervisor, hará el seguimiento y verificará que las personas vinculadas al inicio y durante 
la ejecución del contrato pertenezcan a los grupos poblacionales enunciados anteriormente. 
Para estos efectos, el contratista presentará la documentación respectiva que acredita la 
condición de los sujetos mencionados incorporados a la ejecución del contrato y la forma en 
la que participarán durante la ejecución del contrato. El cumplimiento de esta obligación 
deberá probarse ante el supervisor dentro de los tres (03) días hábiles siguientes contados 
a partir de la fecha de inicio del contrato. 
 
Para la acreditación de la condición de mujer cabeza de familia, personas en condición de 
discapacidad, adultos mayores, población de las comunidades indígena, negra, 
afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana, personas en proceso de reintegración o 
reincorporación, se aplicará en lo pertinente lo dispuesto en el artículo 2.2.1.2.4.2.17 del 
Decreto 1082 de 2015 o la norma que lo modifique, complemente o sustituya. Por su parte, 
la condición de población en pobreza extrema se constatará en las bases de datos del 
Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales (Sisbén IV) y 
la condición de víctima de conflicto armado y de desplazados por la violencia deberá 
demostrarse con el certificado de inclusión en el Registro Único de Víctimas – RUV, en los 
términos del Decreto 1084 de 2015 o la norma que lo modifique, complemente o sustituya. 
 
La condición de los sujetos de especial protección constitucional que no se encuentre definida 
en esta cláusula deberá ser acreditada por el contratista de conformidad con lo determinado 
por la Ley y la jurisprudencia en ausencia de norma aplicable. 

 
3. Cumplir con las condiciones establecidas en los Documentos del Proceso de Contratación. 

 
4. Desarrollar el objeto del Contrato en las condiciones de calidad, oportunidad, y obligaciones 

definidas en los Documentos del Proceso de Contratación. 
 

5. Garantizar la calidad de los bienes y servicios prestados, de acuerdo con el Anexo Técnico, 
el Pliego de Condiciones y demás Documentos del Proceso. 

 
6. Dar a conocer a la Institución Educativa cualquier reclamación que indirecta o directamente 

pueda tener algún efecto sobre el objeto del Contrato o sobre sus obligaciones. 
 

7. Abstenerse de adelantar intervención alguna a los recursos sin contar con los permisos 
emitidos por la Institución  Educativa competente (cuando aplique intervenciones). 

 
8. Acreditar el cumplimiento del factor de calidad ofrecido durante la fase de selección en 

los plazos acordados con la Entidad. 
 

9. Identificar las oportunidades para promover el empleo local durante la ejecución del contrato. 
 

10. Implementar las medidas identificadas para promover el empleo local en el sitio de la obra. 
 

11. Dar cabal cumplimiento al pacto de transparencia y declaraciones de la carta de presentación 
de la oferta. 

 
12. Informar a la Institución Educativa cuando ocurra una situación que implique una modificación 

del estado de los riesgos existentes al momento de proponer o celebrar el contrato. 
 

13. Comunicarle a la Institución Educativa cualquier circunstancia política, jurídica, social, 
económica, técnica, ambiental o de cualquier tipo, que pueda afectar la ejecución del 
Contrato. 

 
14. Durante la ejecución del contrato deberá observar las leyes y los reglamentos relativos a 

Salud Ocupacional y Seguridad Industrial y tomar todas aquellas precauciones necesarias 
para evitar que se produzcan en las zonas de sus campamentos de trabajo, accidentes o 
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condiciones insalubres; así como dotar a su personal y asegurar el uso adecuado de los 
elementos de protección personal (EPP). 

 
15. Informar periódicamente la composición del capital social de la persona jurídica; la existencia 

de pactos o acuerdos de accionistas; su pertenencia o no a un grupo empresarial, si se trata 
de una matriz, subordinada, o sucursal de sociedad extranjera, así como la información 
relevante de índole jurídica, comercial o financiera, de la persona jurídica o de sus 
representantes legales, socios o accionistas. 

 
16. Cumplir con sus obligaciones laborales respecto del personal a su cargo, y con las 

obligaciones tributarias y ambientales que le correspondan de acuerdo con su labor. 
 

17. Informar a más tardar el tercer día hábil siguiente al momento en que se tenga conocimiento 
del inicio de investigaciones penales, se impongan medidas de aseguramiento o condenas 
proferidas en Colombia o en el extranjero en contra de cualquiera de los directivos, 
representantes legales, accionistas o integrantes del Contratista. 

 
18. El contratista declara y acepta que el diseño entregado por la Institución Educativa ha sido 

analizado exhaustivamente y que conoce de primera mano la totalidad de las condiciones de 
la obra contratada. En consecuencia, el contratista considera que el diseño entregado es 
idóneo y adecuado para que sea la base para la ejecución de la obra contratada por la 
entidad. 

 
19. Incorporar como mínimo por lo menos del cuarenta por ciento (40 %), sin perjuicio de incluir 

uno de personal colombiano para el cumplimiento del contrato. 

4.6.2. OBLIGACIONES ESPECÍFICAS DEL CONTRATISTA: El futuro contratista se obliga a:  
 

1. Mantener al frente de las obras el Director de Obra y el personal propuesto, para dirigir la obra y 
tomar los correctivos necesarios con el supervisor sobre las cuestiones relacionadas con las 
mismas. 
 

2. Contratar los trabajadores para la ejecución de la obra de acuerdo con las disposiciones 
legales vigentes. 

 
3. Afiliar y/o acreditar que los trabajadores que laboren en la obra están afiliados al Sistema 

de Seguridad Social. 
 

4. Presentar constancia al momento de liquidar el contrato sobre el cumplimiento de todas 
las obligaciones parafiscales. 

 
5. Observar las normas de seguridad industrial, requeridas para este tipo de obras. 

 
6. De acuerdo con lo establecido en el artículo 23 de la Ley 1150 del 2007, deberá cumplir sus 

obligaciones frente al Sistema General de Seguridad Social Integral Parafiscales (Cajas de 
compensación Familiar, Sena e ICBF), requisito que debe acreditar el contratista con como 
requisito para el(los) pago(s) del presente contrato. 

 
7. Antes de iniciar los trabajos, el Contratista entregará al Supervisor para su aprobación el 

Programa Detallado de Trabajo, en que conste el método y el orden para ejecutar la obra. 
 

8. Ejecutar las obras de acuerdo con el Programa Detallado de Trabajo aprobado por el 
Supervisor. 

 
9. A solicitud del supervisor, el Contratista proporcionará la información adicional necesaria 

para la adecuada ejecución de la obra. 
 

10. Ceñirse al diseño, especificaciones y características de la obra, salvo los cambios que se 
acuerden y que no alteren sustancialmente el objeto contratado. 

 
11. Cumplido los requisitos de ejecución, 

 
12. Suscribir el Acta de Inicio. 

 



 
 

6 
 
 

13. Disponer en el sitio de trabajo los materiales y equipos requeridos para la obra, antes de 
su iniciación. 

 
14. Llevar en el lugar de trabajo, un libro de obra (Bitácora), en el que se anotarán todos los 

aspectos relacionados con la ejecución de la obra y a disposición del Supervisor y la Institución 
Educativa Contratante. 

 
15. Reparar o reponer según el caso, oportunamente los equipos y materiales, que sufran daño o 

presenten defectos. 
 

16. Usar procedimientos adecuados en la utilización de los materiales, evitando que en el sitio de 
trabajo se den condiciones de falta de aseo, orden e higiene. 

 
17. Evitar una ocupación total del espacio y más allá del tiempo requerido para la ejecución de la 

obra. 
 

18. Observar las normas de ocupación del espacio público en forma temporal. 
 

19. Observar las normas vigentes sobre servidumbres o para los permisos requeridos de bienes 
inmuebles de particulares. 

 
20. Observar las normas ambientales con el fin de mitigar, corregir, o compensar los impactos y 

efectos ambientales que se generen durante la ejecución de las obras. 
 

21. Los daños o perjuicios que por culpa del Contratista o de su personal se causen a terceros en la 
ejecución de las obras, materia del Contrato, serán reconocidos y pagados directamente por el 
Contratista. 

 
22. Dar estricto cumplimiento a las medidas de bioseguridad implementadas por el Gobierno 

Nacional, vigentes durante la ejecución del Contrato. 
 
 

4.6.3. OBLIGACIONES DE LA INSTITUCION.  Está obligada a: 
 

1. Cumplir con las condiciones establecidas en los Documentos del Proceso de Contratación. 
 

2. Fijar un cronograma con el Contratista para la ejecución del factor de calidad ofrecido en la etapa de 
selección que permita su implementación oportuna durante el desarrollo del contrato. 
 

3. Pagar la remuneración por la ejecución de la obra. 
 

4. Suministrar en forma oportuna la información solicitada por el contratista de conformidad con las 
condiciones y términos del proceso y el contrato. 
 

5. Aprobar la Garantía Única una vez presentada por el Contratista. 
 

6. Resolver las peticiones presentadas por el Contratista en los términos consagrados en la Ley.  
 

7. Cumplir y hacer cumplir las condiciones pactadas en el contrato y en los documentos que forman parte 
de él. 
 

8. Informar de manera inmediata al Contratista acerca de cualquier circunstancia que amenace con 
perturbar el desarrollo normal del contrato. 
 

9. Contratar la interventoría. 
 

10. Las demás obligaciones que se deriven de la naturaleza del contrato. 
 

 
5. SUPERVISION Y/O INTERVENTORÍA. 
 
La INSTITUCION EDUCATIVA ejercerá supervisión con el propósito de hacer seguimiento técnico, 
administrativo, financiero, jurídico, social, ambiental y SISO sobre el cumplimiento del contrato.  
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La INSTITUCION EDUCATIVA dispondrá del personal cualificado para la labor de seguimiento y control del 
objeto contractual. 
 
 
El Interventor no podrá exonerar al Contratista de ninguna de las obligaciones o deberes contractuales. 
Tampoco podrá sin autorización escrita previa de la Entidad, ordenar trabajo alguno que traiga consigo prórroga 
del plazo o incremento en el valor del contrato, lo que conlleva previo a su ejecución, la existencia de un Otrosí 
al contrato principal, con el lleno de los requisitos de perfeccionamiento y ejecución.  
 
El Interventor ejercerá un control integral sobre el contrato, para lo cual podrá, en cualquier momento exigir al 
Contratista la información que considere necesaria, así como adopción de las medidas para mantener, durante 
el desarrollo y ejecución del contrato las condiciones técnicas, económicas y financieras existentes al momento 
de la celebración del mismo. 
 
Dentro de las funciones del Interventor se encuentran: 
 

1. Velar por el cabal cumplimiento del objeto del contrato. 
2. Facilitar los medios necesarios para el buen desarrollo del contrato. 
3. Dar el visto bueno a los informes que sobre que sobre la ejecución del mismo presente el Contratista. 
4. Requerir al Contratista sobre el cumplimiento y obligaciones en los términos estipulados en el contrato, 

en el Pliego de Condiciones y en su propuesta. 
5. En caso que se presenten situaciones en que se requieran conceptos jurídicos especializados, de los 

cuales no tenga el suficiente conocimiento, así lo hará saber a la Oficina Asesora Jurídica de la Entidad, 
con miras a lograr la mejor decisión para las partes. 

6. Estudiar las situaciones particulares e imprevistas que se presenten en desarrollo del contrato, 
conceptuar sobre su desarrollo general y los requerimientos para su mejor ejecución, manteniendo 
siempre el equilibrio contractual. 

7. Proyectar y tramitar el acta de recibo final de obra. 
8. Revisar y aprobar las facturas que presente el Contratista de acuerdo con lo estipulado en el contrato. 
9. Verificar que el Contratista cumpla con la obligación frente al Sistema de Seguridad Social Integral de 

acuerdo con la normatividad vigente. 
10. Las demás que se deriven de la naturaleza del contrato e inherentes al cumplimiento de su objeto como 

son entre otras, la suscripción del acta de inicio, el acta de recibo final, las actas de avance de obras, 
y el acta de liquidación. 

 
De conformidad con el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, especialmente en el 
artículo 82 de la Ley 1474 de 2011, el Interventor responderá civil, fiscal, penal y disciplinariamente, tanto por 
el cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de interventoría, como por los hechos u omisiones 
que les sean imputables y causen daño o perjuicio a las entidades, derivados de la celebración y ejecución de 
los contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las funciones de Interventoría. 
 
 
6. PLAZO DE EJECUCIÓN DEL CONTRATO. 
 
El plazo estimado para la ejecución del presente contrato será de sesenta (60) días calendario, en ningún caso 
podrá superar  EL 31 DE DICIEMBRE DE 2026, contados a partir de Acta de Inicio, previo el cumplimiento de 
los requisitos de perfeccionamiento y ejecución y aprobación de los documentos previstos en el Pliego de 
Condiciones. 
 
 
7. LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO. 
 
El contrato será objeto de liquidación de acuerdo con lo establecido en las normas que regulan la materia. El 
término para la liquidación del contrato será de cuatro (4) meses, contados a partir de la finalización o 
cumplimiento del contrato.  
 
Para la liquidación se exigirá al Contratista la ampliación de la Garantía, si es del caso, a fin de avalar las 
obligaciones que éste deba cumplir con posterioridad a la extinción del presente contrato.  
 
Si el Contratista no se presenta para efectos de la liquidación del contrato durante el término de arriba indicado, 
previa notificación o convocatoria que haga la Institución Educativa para la liquidación bilateral, o las partes no 
llegan a ningún acuerdo o se logra parcialmente, la Institución Educativa procederá a su liquidación por medio 
de resolución motivada susceptible del recurso de reposición. Así mismo, y de conformidad con lo previsto por 
el artículo 11 de la Ley 1150 de 2007, si el Contratista deja salvedades en la liquidación bilateral, la Institución 
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Educativa podrá liquidar unilateralmente, caso en el cual, esta solo procederá en relación con los aspectos que 
no hayan sido objeto de acuerdo, siempre que la liquidación unilateral pueda contener decisiones nuevas frente 
a lo acordado en la liquidación bilateral, o cuando se trate de cuestiones que no hayan sido respondidas por la 
Institución Educativa con anterioridad a la liquidación.  
 
 
8. MODALIDAD DE SELECCIÓN, JUSTIFICACIÓN Y FUNDAMENTOS JURÍDICOS. 
 
8.1 RÉGIMEN JURÍDICO APLICABLE. 

Tanto la presente convocatoria como el contrato a suscribirse como resultado de la misma, estarán sometidos 
a la legislación y jurisdicción colombianas y se rigen por las normas de la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007, 
Ley 1474 de 2011, Decreto 1082 de 2015, y demás normas que las complementen, modifiquen o 
reglamenten, y lo que se establezca en el Pliego de Condiciones 

8.2 LA MODALIDAD DE CONTRATACIÓN. 
 
El artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, referidos a las modalidades de selección del contratista en la 
contratación pública, prevé, que las entidades escogerán a los contratistas a través de las siguientes 
modalidades de la selección: i) Licitación pública, ii) selección abreviada, iii) Concurso de méritos, iv) 
contratación directa y v) mínima cuantía. 

A su turno, el literal b del numeral 2 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, dispone: “2. Selección abreviada. 
La Selección abreviada corresponde a la modalidad de selección objetiva prevista para aquellos casos en 
que, por las características del objeto a contratar, las circunstancias de la contratación o la cuantía o 
destinación del bien, obra o servicio puedan adelantarse procesos simplificados para garantizar la eficiencia 
de la gestión contractual. El Gobierno Nacional reglamentará la materia. 
 
Serán causales de selección abreviada las siguientes: 
(…) 

b) La contratación de menor cuantía. Se entenderá por menor cuantía los valores que a continuación se 
relacionan, determinados en función de los presupuestos anuales de las entidades públicas expresados en 
salarios mínimos legales mensuales. Para las entidades que tengan un presupuesto anual superior o igual 
a 1.200.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 1.000 salarios mínimos legales 
mensuales. 
 

Las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 850.000 salarios mínimos legales 
mensuales e inferiores a 
1.200.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 850 salarios 
mínimos legales mensuales. 

Las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 400.000 salarios mínimos legales 
mensuales e inferior a 
850.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 650 salarios 
mínimos legales mensuales. 

Las que tengan un presupuesto anual superior o igual a 120.000 salarios mínimos legales 
mensuales e inferior a 
400.000 salarios mínimos legales mensuales, la menor cuantía será hasta 450 salarios 
mínimos legales mensuales. 

Las que tengan un presupuesto anual inferior a 120.000 salarios mínimos legales mensuales, 
la menor cuantía será hasta 280 salarios mínimos legales mensuales”. 

Así las cosas, la modalidad de selección aplicable al proceso de contratación, será la de selección abreviada 
de menor cuantía, de conformidad con lo establecido en el artículo precitado, reglamentado a través del 
artículo 2.2.1.2.1.2.20 del Decreto 1082 de 2015 que a la letra establece: 
 
“Artículo 2.2.1.2.1.2.20. Procedimiento para la selección abreviada de menor cuantía. Además de las normas 
generales establecidas en el presente título, las siguientes reglas son aplicables a la selección abreviada de 
menor cuantía: En un término no mayor a tres (3) días hábiles contados a partir de la fecha de apertura del 
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Proceso de Contratación los interesados deben manifestar su intención de participar, a través del mecanismo 
establecido para el efecto en los pliegos de condiciones. 

Si la Entidad Estatal recibe más de diez (10) manifestaciones de interés puede continuar el proceso o hacer 
un sorteo para seleccionar máximo diez (10) interesados con quienes continuará el Proceso de Contratación. 
La Entidad Estatal debe establecer en los pliegos de condiciones si hay lugar a sorteo y la forma en la cual 
lo hará. 

Si hay lugar a sorteo, el plazo para la presentación de las ofertas empezará a correr el día hábil siguiente a 
la fecha en la cual la Entidad Estatal informe a los interesados el resultado del sorteo. La Entidad Estatal 
debe publicar el informe de evaluación de ofertas durante tres (3) días hábiles.” que el procedimiento 
corresponde al de selección abreviada de menor cuantía, como quiera que el valor del objeto a contratar no 
excede la menor cuantía de la institución educativa, para la vigencia fiscal 2026 
 
 
9. ANÁLISIS SOBRE LA LIMITACIÓN DE CONVOCATORIA A MIPYME 
 
El artículo 12 de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 34 de la Ley 2069 de 2020 establece:  
 

«Artículo 12. Promoción del desarrollo en la contratación pública. De conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 13, 333 y 334 de la Constitución Política, el Gobierno Nacional definirá las 
condiciones y los montos de acuerdo con los compromisos internacionales vigentes, para que, en 
desarrollo de los Procesos de Contratación, las Entidades Estatales indistintamente de su régimen de 
contratación, los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares que 
ejecuten recursos públicos, adopten en beneficio de las Mipyme, convocatorias limitadas a estas en 
las que, previo a la Resolución de apertura del proceso respectivo, se haya manifestado el interés de 
por lo menos dos (2) Mipyme. 
 
Asimismo, el reglamento podrá establecer condiciones preferenciales en favor de la oferta de bienes y 
servicios producidos por las Mipyme, respetando los montos y las condiciones contenidas en los 
compromisos internacionales vigentes, cuando sean aplicables. 
 
En todo caso, se deberá garantizar la satisfacción de las condiciones técnicas y económicas requeridas 
en el Proceso de Contratación. 
 
De igual forma, en los pliegos de condiciones dispondrán, de mecanismos que fomenten en la 
ejecución de los contratos estatales la provisión de bienes y servicios por población en pobreza 
extrema, desplazados por la violencia, personas en proceso de reintegración o reincorporación y, 
sujetos de especial protección constitucional en las condiciones que señale el reglamento; siempre 
que se garanticen las condiciones de calidad y cumplimiento del objeto contractual. 
 
PARÁGRAFO 1º. En los Procesos de Contratación que se desarrollen con base en el primer inciso, 
las entidades podrán realizar las convocatorias limitadas que beneficien a las Mipyme del ámbito 
municipal o departamental correspondiente al de la ejecución del contrato. 
 
PARÁGRAFO 2º. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 5 y 6 de la Ley 1150 de 2007, para que 
las Mipymes puedan participar en las convocatorias a las que se refiere este artículo, deberán acreditar 
como mínimo un año de existencia, para lo cual deberán presentar el certificado expedido por la 
cámara de comercio o por la autoridad que sea competente para dicha acreditación. 
 
PARÁGRAFO 3º. En la ejecución de los contratos a que se refiere el presente artículo, las entidades 
y los contratistas, deberán observar lo dispuesto en los artículos 90 a 95 de la Ley 418 de 1997 y las 
normas que la modifiquen, adicionen o subroguen.». 

 
A su turno, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1860 de 2021, que modificó la Subsección 2 de la Sección 
4 del Capítulo 2 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1082 de 2015, y particularmente los 
artículos 2.2.1.2.4.2.2., 2.2.1.2.4.2.3. y 2.2.1.2.4.2.4., determinando lo siguiente: 

 
«Artículo 2.2.1.2.4.2.2. Convocatorias limitadas a Mípyme. Las Entidades Estatales 
independientemente de su régimen de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por 
Entidades Estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos, deben limitar la convocatoria de 
los Procesos de Contratación con pluralidad de oferentes a las Mipyme colombianas con mínimo un 
(1) año de existencia, cuando concurran los siguientes requisitos: 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991.html#13
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr011.html#333
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr011.html#334
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1150_2007.html#5
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1150_2007.html#6
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0418_1997_pr002.html#90
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0418_1997_pr002.html#95
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1. El valor del Proceso de Contratación sea menor a ciento veinticinco mil dólares de los Estados 
Unidos de América (US$125.000), liquidados con la tasa de cambio que para el efecto determina 
cada dos años el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. 

 
2. Se hayan recibido solicitudes de por lo menos dos (2) Mipyme colombianas para limitar la 

convocatoria a Mipyme colombianas. Las Entidades Estatales independientemente de su régimen 
de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares 
que ejecuten recursos públicos, deben recibir estas solicitudes por lo menos un (1) día hábil antes 
de la expedición del acto administrativo de apertura, o el que haga sus veces de acuerdo con la 
normativa aplicable a cada Proceso de Contratación. 

 
Tratándose de personas jurídicas, las solicitudes solo las podrán realizar Mipyme, cuyo objeto social 
les permita ejecutar el contrato relacionado con el proceso contractual. 
 
PARÁGRAFO. Las cooperativas y demás entidades de economía solidaria, siempre que tengan la 
calidad de Mípyme, podrán solicitar y participar en las convocatorias limitadas en las mismas 
condiciones dispuestas en el presente artículo. 
  
Artículo 2.2.1.2.4.2.3. Limitaciones territoriales. De conformidad con el parágrafo 1 del 
artículo 12 de la Ley 1150 de 2007, las Entidades Estatales, independientemente de su régimen de 
contratación, los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares que 
ejecuten recursos públicos, pueden realizar convocatorias limitadas a Mipyme colombianas que tengan 
domicilio en los departamentos o municipios en donde se va a ejecutar el contrato. Cada Mipyme 
deberá acreditar su domicilio con los documentos a los que se refiere el siguiente artículo. 
  
Artículo 2.2.1.2.4.2.4. Acreditación de requisitos para participar en convocatorias limitadas. La 
Mipyme colombianas deben acreditar que tiene el tamaño empresarial establecido por la ley de la 
siguiente manera: 
  
1. Las personas naturales mediante certificación expedida por ellos y un contador público, 

adjuntando copia del registro mercantil. 
 

2. Las personas jurídicas mediante certificación expedida por el representante legal y el contador o 
revisor fiscal, si están obligados a tenerlo, adjuntando copia del certificado de existencia y 
representación legal expedido por la Cámara de Comercio o por la autoridad competente para 
expedir dicha certificación. 

  
Para la acreditación deberán observarse los rangos de clasificación empresarial establecidos de 
conformidad con la Ley 590 de 2000 y el Decreto 1074 de 2015, o las normas que lo modifiquen, 
sustituyan o complementen. 
  
PARÁGRAFO 1. En todo caso, las Mipyme también podrán acreditar esta condición con la copia del 
certificado del Registro Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al 
momento de su presentación. 
  
PARÁGRAFO 2. Para efectos de la limitación a Mipyme, los proponentes aportarán la copia del registro 
mercantil, del certificado de existencia y representación legal o del Registro Único de Proponentes, 
según corresponda conforme a las reglas precedentes, con una fecha de máximo sesenta (60) días 
calendario anteriores a la prevista en el cronograma del Proceso de Contratación para el inicio del 
plazo para solicitar la convocatoria limitada. 
  
PARÁGRAFO 3. En las convocatorias limitadas, las Entidades Estatales independientemente de su 
régimen de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los 
particulares que ejecuten recursos públicos, solo deberán aceptar las ofertas de Mipyme o de 
proponentes plurales integrados únicamente por Mipyme. 
  
PARÁGRAFO 4. Los incentivos previstos en los artículos 2.2.1.2.4.2.2 y 2.2.1.2.4.2.3 de este Decreto 
no excluyen la aplicación de los criterios diferenciales para los emprendimientos y empresas de 
mujeres en el sistema de compras públicas.». 

 
De acuerdo con lo anterior, Colombia Compra Eficiente publicó en su portal un documento elaborado 
conjuntamente con el Ministerio de Comercio Industria y Turismo – MINCIT, estableciendo el Umbral MiPymes 
en la suma de $ 511.708.497,00 COP, equivalentes a $125.000 US. 
 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=25678#12.p1
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=25678#12
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=12672#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=76608#0
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Bajo este entendido, teniendo en cuenta que el presupuesto oficial estimado del presente proceso de 
contratación supera el Umbral Pymes, es susceptible de ser limitado a MiPymes. 
 
 
10. VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO Y JUSTIFICACIÓN DEL MISMO.   
 
10.1.  VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO. 
 
El costo de la contratación que se derive del presente proceso de selección, se ha estimado en la suma de 
CIENTO CINCUENTA MILLONES DE PESOS M/CTE ($150.000.000), según el presupuesto que a 
continuación se detalla: 
 
 

 
 
 
El presupuesto contempla los costos directos que se componen de: la valoración de las actividades de obra, los 
costos de obra y las cantidades requeridas de obra.  
 
El presupuesto contempla la valoración de todos los impuestos.  
 
El valor definitivo de la obra será el que resulte de multiplicar el valor unitario por las cantidades de obra 
realmente ejecutadas. 
 
10.2.  VARIABLES PARA DETERMINAR PRESUPUESTO OFICIAL. 
 
La Agencia Nacional de Contratación Pública Colombia Compra Eficiente, en Concepto C-030 de 2021, emitido 
en respuesta a una petición modalidad consulta, precisó aspectos relativos al cálculo del precio en los procesos 
contractuales, indicando que no existe una sola metodología para tal fin: 
 

«Como es sabido, uno de los elementos más comunes en los contratos estatales es el precio, también 
conocido como valor. Aunque no todo contrato lo incluye –pues también existen negocios gratuitos– lo 
usual es que los contratos estatales se perfeccionen como onerosos y, la mayoría de las veces, como 
conmutativos. Adicionalmente, el precio suele ser el elemento más importante para el contratista, 
porque equivale a la remuneración que la Institución Educativa contratante le pagará por la ejecución 
del objeto contractual.  
 
Desde la etapa de planeación, en la fase precontractual, las entidades estatales deben calcular el 
presupuesto oficial, mediante la realización del análisis del sector –que incluye el estudio del mercado– 
y definir la metodología con la cual estructurarán el precio del contrato. Dicho de otro modo, hace parte 
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de los estudios previos la definición del esquema que la Administración usará para estipular el precio. 
Tal metodología generalmente depende del tipo de contrato, pues hay algunas modalidades más 
comunes en los de obra pública; otras más utilizadas en los de prestación de servicios y otras más 
indicadas para los de concesión; por mencionar algunos ejemplos1 Así las cosas, no hay una sola 
metodología para pactar el precio y, en gran medida, la manera de hacerlo ha obedecido a la 
costumbre mercantil y a la influencia de disciplinas técnicas, como la ingeniería o la 
administración de empresas, en la contratación estatal. Dentro de tales esquemas para 
determinar el precio pueden citarse, entre otros: i) los precios unitarios –calculados de acuerdo 
con las unidades que componen el objeto del contrato–, ii) el precio global –que equivale al monto 
total, sin discriminar unidades–, y iii) la administración delegada de recursos –en la que se distinguen 
los costos de inversión de los honorarios del administrador–. 
 
Pues bien, en los contratos cuyo precio se estructura a partir del sistema de precios unitarios, ha hecho 
parte de la práctica de los negocios que el contratante le solicite al potencial contratista que separe en 
su propuesta los costos directos –es decir, los que están directamente implicados en la ejecución del 
objeto– , de los costos indirectos –que equivalen a los rubros que no tienen que ver de manera 
inmediata con la ejecución de las actividades contractuales, pero que integran también el precio, bien 
porque constituyen erogaciones administrativas o contingentes para el contratista o bien porque se 
dirigen a salvaguardar su ganancia–. En tal sentido, mientras que los costos directos se 
evidencian en el análisis de precios unitarios –APU–, como la sumatoria de los valores de los 
ítems según su unidad de medida, los costos indirectos se suelen abreviar en las variables que 
integran el acrónimo AIU –Administración, Imprevistos y Utilidad–, que se calcula como un porcentaje 
aplicado a los costos indirectos.». 

Para la estructuración del presupuesto oficial del proceso de selección, los valores unitarios fueron generados 
a partir de la construcción de los Análisis de Precios Unitarios (APU) de cada una de las actividades, en el cual 
se desglosa la cantidad de materiales a utilizar por unidad de trabajo, los equipos y personal (mano de obra) 
que se utilizarán. De igual forma, presenta el porcentaje de administración, utilidad e imprevistos sobre los 
cuales establece la premisa del trabajo.  
 
Se tuvieron en cuenta, como referentes, valores históricos y el salario mínimo 2026.  
 
Los APU hacen parte integral de los estudios previos. 
 
 
10.3 RECURSOS QUE RESPALDAN LA CONTRATACIÓN. 

 
La INSTITUCION, para respaldar el compromiso derivado del presente proceso de contratación, cuenta con el 
siguiente certificado de disponibilidad presupuestal: 

 
Número certificado 

disponibilidad presupuestal. 
Fecha certificado 

disponibilidad presupuestal. 
Valor certificado de 

disponibilidad presupuestal 

00038 19-6-2026 $ 150.000.000 

 
La necesidad se encuentra incluida en el plan anual de adquisiciones de la Entidad. 

 
 

10.4 FORMA DE PAGO DEL CONTRATO.   
 
El Contrato que se celebre en caso de resultar adjudicatario será un contrato de obra a precios unitarios que la 
Institución Educativa pagará de la siguiente manera: 

 
1 »Sin embargo, en otros negocios, como la obra pública, la concesión y la consultoría, el Estado está acostumbrado a que 
se desglosen intensamente los costos, exigiendo no sólo el precio total sino una distinción entre los costos directos y los 
costos indirectos. Los primeros son los gastos imprescindibles para ejecutar la obra, entre los que se encuentra: la adquisición 
de materiales, insumos y suministros, la inversión en equipos, el pago de la mano de obra de las cuadrillas de trabajadores 
obreros y otros gastos afines – representados en los ítems que componen el contrato–. Los costos indirectos aluden a los 
gastos que también son necesarios para la obra, pero que no hacen parte de los elementos mismos con los que se construye, 
es decir, se trata de los costos de administración de la obra, los imprevistos que se presentan durante su ejecución y la utilidad 
esperada» (MARÍN CORTÉS, Fabián. El precio. Serie: Las cláusulas del contrato estatal. Medellín: Librería Jurídica Sánchez 
y Centro de Estudios de Derecho Administrativo –CEDA–, 2012. pp. 63-64). 
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El valor del contrato derivado del proceso de selección que se pretende adelantar se pagará, mediante actas 
parciales, de acuerdo al porcentaje de ejecución de las actividades que comprenden el alcance del objeto 
contractual, previa suscripción de acta de avance parcial recibida a satisfacción por parte del SUPERVISOR del 
contrato, designado por la Institución Educativa contratante, en la cual se hagan constar las actividades 
ejecutadas por el CONTRATISTA y el porcentaje a que corresponden las mismas, respecto del alcance físico 
de las obras ejecutadas.  
 
La forma de pago no contempla la entrega de los recursos en calidad de anticipo atendiendo a que los trámites 
para desembolsos de pagos anticipados o anticipos requieren de una programación financiera ligada al Plan 
Anualizado de Caja (PAC) de la Entidad, por lo tanto, el futuro contratista deberá tener un flujo de caja amplio y 
suficiente con el fin de apalancar tanto la parte administrativa como la parte operativa que garanticen la correcta 
ejecución del contrato. Sumado a lo anterior, en los indicadores financieros del proceso se está́ solicitando 
capital de trabajo, el cual brinda seguridad a que quien ejecute el contrato cuente con solvencia económica y 
los recursos necesarios para ejecutar la obra hasta el primer avance, más el tiempo que se demore su pago por 
parte de la Entidad. 
 
La INSTITUCION EDUCATIVA no se hace responsable por las demoras presentadas en el trámite para el pago 
al Contratista cuando ellas fueren ocasionadas por encontrarse incompleta la documentación de soporte o no 
ajustarse a cualquiera de las condiciones establecidas en el presente Contrato. 
 
La INSTITUCION EDUCATIVA hará las retenciones a que haya lugar sobre cada pago, de acuerdo con las 
disposiciones legales vigentes sobre la materia. 
 
El Contratista deberá acreditar para cada pago derivado del contrato, que se encuentran al día en el pago de 
aportes parafiscales relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF y 
Cajas de Compensación Familiar, cuando corresponda. 
 
 
11. CRITERIOS PARA SELECCIONAR LA OFERTA MÁS FAVORABLE.  
 
El presente estudio comprende el marco normativo que estableció una regulación detallada de las normas 
relacionadas, entre otras, con: (i) incentivos para las Mipyme y los emprendimientos y empresas de mujeres 
interesados en celebrar contratos con el Estado; (ii) convocatorias limitadas a Mipyme; (iii) mecanismos que 
fomenten en la ejecución de los contratos estatales la provisión de bienes y servicios por población en pobreza 
extrema, desplazados por la violencia, personas en proceso de reintegración o reincorporación y sujetos de 
especial protección constitucional; (iv) un nuevo marco jurídico en relación con los criterios de desempate 
previstos en los procesos de contratación realizados con cargo a recursos públicos. 
 

• Justificación de aplicación de criterios diferenciales. Ley 2069 de 2020 y Decreto 1860 de 2021.  
 
El artículo 2.2.1.2.4.2.15. del Decreto 1082 de 2015, adicionado por el Decreto 1860 de 2021, establece la 
adopción de criterios diferenciales para emprendimientos y empresas de mujeres en el sistema de compras 
públicas, y prevé a las Entidades sobre la obligación de incorporar requisitos habilitantes diferenciales 
relacionados con alguno o algunos de los siguientes aspectos: tiempo de experiencia, número de contratos para 
la acreditación de la experiencia, índices de capacidad financiera, índices de capacidad organizacional y valor 
21 de la garantía de seriedad de la oferta, así como puntaje adicional a su favor. El último inciso del artículo en 
mención dispone: «Las Entidades incluirán estos requisitos diferenciales y puntajes adicionales de acuerdo con 
los resultados del análisis del sector, desde la perspectiva del estudio de la oferta de las obras, bienes o servicios 
que requiere, sin perjuicio de los compromisos adquiridos por Colombia en los Acuerdos Comerciales vigentes». 
Teniendo en cuenta lo anterior, la Institucion Educativaadoptará como requisitos habilitantes diferenciales los 
índices de capacidad financiera, índices de capacidad organizacional. 
 

• Fomento a la ejecución de contratos estatales por parte de población en pobreza extrema, 
desplazados por la violencia, personas en proceso de reintegración o reincorporación y sujetos 
de especial protección constitucional.  

 
El artículo 2.2.1.2.4.2.16. del Decreto 1082 de 2015, adicionado por el Decreto 1860 de 2021, previene sobre 
el fomento a la ejecución de contratos estatales por parte de población en pobreza extrema, desplazados por 
la violencia, personas en proceso de reintegración o reincorporación y sujetos de especial protección 
constitucional. Así las cosas, y analizadas las condiciones de la obra que se ejecutará, la Institución Educativa 
considera pertinente la inclusión de acciones afirmativas a favor de la población especialmente protegida, por 
lo que en los documentos del proceso adoptará la siguiente obligación:  
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«2. Destinar a la ejecución del contrato, en un porcentaje del cinco por ciento (5 %) la provisión de 
bienes o servicios por parte de alguno o algunos de los siguientes sujetos de especial protección 
constitucional: población en pobreza extrema, desplazados por la violencia, personas en proceso de 
reintegración o reincorporación, víctimas de conflicto armado interno, mujeres cabeza de hogar, 
adultos mayores, personas en condición de discapacidad, así como la población de las comunidades 
indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana, entre otros sujetos identificados 
por la Ley o la jurisprudencia de esta manera» 

 
• Criterios diferenciales para Mipyme en el sistema de compras públicas.  

 
El artículo 2.2.1.2.4.2.18. del Decreto 1082 de 2015, adicionado por el Decreto 1860 de 2021, establece la 
adopción de criterios diferenciales para Mipyme en el sistema de compras públicas, y prevé a las Entidades 
sobre la obligación de incorporar requisitos habilitantes diferenciales relacionados con alguno o algunos de los 
siguientes aspectos: tiempo de experiencia, número de contratos para la acreditación de la experiencia, índices 
de capacidad financiera, índices de capacidad organizacional y valor de la garantía de seriedad de la oferta, así 
como la potestas de asignar puntaje adicional a su favor. Teniendo en cuenta lo anterior, la Institución Educativa 
adoptará como requisitos habilitantes diferenciales los índices de capacidad financiera, índices de capacidad 
organizacional. 
 
 
11.1 CAPACIDAD JURÍDICA. 

Los interesados podrán participar como proponentes bajo alguna de las siguientes modalidades siempre y 
cuando cumplan los requisitos exigidos en el pliego de condiciones: 

A. Individualmente: como: a) personas naturales nacionales o extranjeras, b) personas jurídicas 
nacionales o extranjeras. 

B. Conjuntamente, como proponentes plurales en cualquiera de las formas de asociación previstas en el 
artículo 7 de la Ley 80 de 1993. 

Los proponentes deben: 

A. Tener capacidad jurídica para la presentación de la oferta. 

B. Tener capacidad jurídica para la celebración y ejecución del contrato. 

C. No estar incursos en ninguna de las circunstancias de inhabilidad o incompatibilidad, conflicto de 
interés o prohibición para contratar previstas en la Constitución y en la Ley. 

D.  No estar reportados en el último Boletín de Responsables Fiscales vigente publicado por la Contraloría 
General de la República. Esta disposición aplica para el proponente e integrantes de un proponente 
plural con domicilio en Colombia. Tratándose de proponentes extranjeros sin domicilio o sin sucursal 
en Colombia, deberán declarar que no son responsables fiscales por actividades ejercidas en Colombia 
en el pasado y que no tienen sanciones vigentes en Colombia que impliquen inhabilidad para contratar 
con el Estado. 

La Institución Educativa debe consultar los antecedentes judiciales en línea en los registros de las bases de 
datos, al igual que el certificado de antecedentes disciplinarios conforme el artículo 1 de la Ley 1238 de 2008 y 
consultar en el Registro Nacional de Medidas Correctivas del Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 184 de la Ley 1801 de 2016 – Código Nacional de Seguridad y 
Convivencia Ciudadana–. 

11.1.1. EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL  

La existencia y representación legal de los proponentes individuales o miembros de los proponentes plurales 
se acreditará de acuerdo con las siguientes reglas: 

11.1.1.1 PERSONAS NATURALES 

Deben presentar los siguientes documentos en copia simple:  
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A. Persona natural de nacionalidad colombiana: cédula de ciudadanía. 
B. Persona natural extranjera con residencia en Colombia: cédula de extranjería vigente expedida por la 

autoridad competente.  
C. Persona natural extranjera sin domicilio en Colombia: pasaporte. 

 

11.1.1.2. PERSONAS JURÍDICAS 

Deben presentar los siguientes documentos:  

A. Persona jurídica nacional o extranjera con sucursal en Colombia:  
 

I. Certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio o autoridad 
competente en el que se verificará: 

a) Fecha de expedición del certificado no mayor a treinta (30) días calendario anteriores a la fecha 
de cierre del proceso de contratación. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se 
tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado de existencia y 
representación legal la fecha originalmente establecida en el pliego de condiciones definitivo. 

b) Que el objeto de la sociedad permita ejecutar las actividades descritas en el objeto del presente 
proceso de contratación.  

c) Las personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que su duración no será inferior 
a la del plazo del contrato y un año más.  

d) Si el representante legal de la sociedad tiene restricciones para contraer obligaciones en nombre 
de la misma, deberá acreditar su capacidad a través de una autorización suficiente otorgada por 
parte del órgano social competente respectivo para cada caso.  

e) El nombramiento del revisor fiscal en caso de que exista. 

f) Que las personas jurídicas extranjeras con actividades permanentes en la República de Colombia 
(contratos de obra o servicios) deberán estar legalmente establecidas en el territorio nacional de 
acuerdo con los artículos 471 y 474 del Código de Comercio. 

II. Certificación del revisor fiscal en caso de ser sociedad anónima colombiana, en la que conste si 
es abierta o cerrada. 

 
III. Fotocopia del documento de identificación del representante legal. 

En el caso de las sucursales de las personas jurídicas extranjeras y como quiera que la sucursal en Colombia 
no es una persona jurídica diferente a la matriz, se tendrá en cuenta la fecha de constitución de esta última.  

Si la oferta es suscrita por una persona jurídica extranjera a través de la sucursal debidamente constituida en 
Colombia, deberá acreditar la existencia de la sucursal y la capacidad jurídica de su representante o apoderado, 
mediante la presentación del Certificado del Registro Único de Proponentes y certificado de existencia y 
representación legal con fecha de expedición máximo de 30 días calendario antes de la fecha de cierre del 
presente proceso de selección por la Cámara de Comercio. Cuando el representante legal de la sucursal tenga 
restricciones para contraer obligaciones, deberá acreditar autorización suficiente del órgano competente social 
respectivo para contraer obligaciones en nombre de la sociedad. La ausencia definitiva de autorización 
suficiente o el no aporte de dicho documento una vez solicitado por la entidad, determinará la falta de capacidad 
jurídica para presentar la oferta. 

B. Persona jurídica extranjera sin sucursal o domicilio en Colombia: Documentos que acrediten la 
existencia y representación legal de la sociedad extranjera, presentados de conformidad con lo 
establecido en el presente pliego de condiciones, en el que debe constar, como mínimo, los siguientes 
aspectos: 

I. Nombre o razón social completa. 

II. Nombre del representante legal o de la persona facultada para comprometer a la persona 
jurídica. 

III. Que el objeto de la sociedad permita ejecutar las actividades descritas en el objeto del 
proceso de selección. 
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IV. Facultades del representante legal o de la persona facultada para comprometer a la 
persona jurídica, en la que se señale expresamente que el representante no tiene 
limitaciones para contraer obligaciones en nombre de la misma o aportando la 
autorización o documento correspondiente del órgano social competente respectivo para 
cada caso.  

V. Tipo, número y fecha del documento de constitución o creación.  

VI. Fecha y clase de documento por el cual se reconoce la personería jurídica 

VII. Acreditar que su duración no será inferior a la del plazo del contrato y un año más.  

VIII. Fotocopia del documento de identificación del representante legal. 

Si no existiera ninguna autoridad o Institución Educativa que certifique la totalidad de la información de 
existencia y representación legal, el proponente o miembro extranjero del proponente plural debe presentar una 
declaración juramentada de una persona con capacidad jurídica para vincular y representar a la sociedad en la 
que conste que: i) no existe autoridad u organismo que certifique lo solicitado en el presente literal; ii) la 
información requerida en el presente numeral, y iii) la capacidad jurídica para vincular y representar a la sociedad 
de la persona que efectúa la declaración, así como de las demás personas que puedan representar y vincular 
a la sociedad, si las hay. 

C. Entidades estatales: Deben presentar los siguientes documentos para acreditar su existencia: 

I. Acto de creación de la entidad. Este puede ser ley, decreto, ordenanza, acuerdo o certificado de 
existencia y representación legal (este último no mayor a treinta (30) días calendario anteriores a 
la fecha de cierre del proceso de contratación) o documento equivalente que permita conocer la 
naturaleza jurídica, funciones, órganos de dirección, régimen jurídico de contratación de la entidad. 

NOTA: En el evento de personas jurídicas no obligadas a aportar el certificado de existencia y representación 
legal, deberán aportar un documento equivalente que acredite su existencia, junto con los documentos que 
demuestren la capacidad del representante legal de la entidad estatal, sociedad a contratar, en el cual se 
verificará:   

• Fecha de expedición del documento equivalente que acredite su existencia.  
• Que el objeto incluya las actividades principales objeto del presente proceso.  
• La duración deberá ser por lo menos igual al plazo estimado del contrato y un (1) año más. 
• Para efectos del pliego de condiciones, el plazo de ejecución del contrato será el indicado en el numeral 

“1.1 Objeto, presupuesto oficial, plazo y ubicación”.  
• Si el representante legal tiene restricciones para contraer obligaciones en nombre de la misma, deberá 

acreditar autorización suficiente del órgano competente social respectivo para contraer obligaciones 
en nombre de la sociedad o entidad.  

• La ausencia definitiva de autorización suficiente o el no aporte de dicho documento una vez solicitado 
por la entidad, determinará la falta de capacidad jurídica para presentar la oferta, y por tanto su 
rechazo.  

• El nombramiento del revisor fiscal en caso de que exista. 

11.1.1.3. PROPONENTES PLURALES  

El documento de conformación de proponentes plurales debe:  

A. Acreditar la existencia del proponente plural y clasificarlo en Unión Temporal o Consorcio. En este 
documento los integrantes deben expresar su intención de conformar el proponente plural. En caso 
que no exista claridad sobre el tipo de asociación se solicitará la aclaración. Los proponentes deben 
incluir como mínimo la información requerida en el Formato 2 – Conformación de Proponente Plural 
(Formato 2A – Consorcios) (Formato 2B – Uniones Temporales). Los proponentes podrán incluir 
información adicional que no contradiga lo dispuesto en los documentos del proceso. 
 

B. Acreditar el nombramiento de un representante y un suplente, este último en caso de considerarlo 
conveniente, cuya designación deberá constar en el Formato 2 – Conformación de Proponente Plural 
(Formato 2A – Consorcios) (Formato 2B – Uniones Temporales), quien representará a todas las 
personas naturales y/o jurídicas asociadas, con facultades suficientes para la representación sin 
limitaciones de cada uno de los integrantes, en todos los aspectos que se requieran para la 
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presentación de la oferta, para la suscripción y ejecución del contrato, así como también la facultad 
para firmar el acta de terminación y liquidación o cualquier otra acta o documento. 

C. Aportar copia del documento de identificación del representante principal y, en caso de que se haya 
nombrado, del suplente del Proponente Plural. 
 

D. Acreditar que la vigencia de la estructura plural no sea inferior a la del plazo del contrato y un año 
adicional. Para efectos de la evaluación, este plazo será contado a partir de la fecha del cierre del 
proceso de contratación.  

E. El proponente plural debe señalar expresamente cuál es el porcentaje de participación de cada uno de 
sus miembros. La sumatoria del porcentaje de participación no podrá ser diferente al 100%. 
 

F. En la etapa contractual no podrán modificarse los porcentajes de participación sin el consentimiento 
previo de la Entidad. En todo caso, en la etapa precontractual no será posible modificar los porcentajes 
de los integrantes del Proponente Plural después de la fecha del cierre del Proceso de Contratación. 
Cualquier modificación en los porcentajes de los integrantes será ineficaz y, por tanto, carecerá de 
efecto.  

 
Dicho documento debe estar firmado por todos y cada uno de los integrantes del proponente plural y en el caso 
del integrante persona jurídica, por el representante legal de dicha persona, o por el apoderado de cualquiera 
de los anteriores. 

11.1.2. CERTIFICACIÓN DE PAGOS DE SEGURIDAD SOCIAL Y APORTES LEGALES 
 

11.1.2.1. PERSONAS JURÍDICAS 

El proponente persona jurídica debe presentar el Formato 6 – Pagos de seguridad social y aportes legales 
suscrito por el revisor fiscal, de acuerdo con los requerimientos de ley o por el representante legal, bajo la 
gravedad del juramento, cuando no se requiera revisor fiscal, en el que conste el pago de los aportes de sus 
empleados a los sistemas de salud, riesgos profesionales, pensiones y aportes a las Cajas de Compensación 
Familiar, al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, al Servicio Nacional de Aprendizaje y  al Fondo Nacional 
de Formación Profesional para la Industria de Construcción, cuando a ello haya lugar. 

Las entidades no podrán exigir las planillas de pago. Bastará el certificado suscrito por el revisor fiscal, en los 
casos requeridos por la ley, o por el representante legal que así lo acredite. 

Cuando la persona jurídica está exonerada en los términos previstos en el artículo 65 de la Ley 1819 de 2016 
debe indicarlo en el Formato 6 – Pagos de seguridad social y aportes legales.  

Esta misma previsión aplica para las personas jurídicas extranjeras con domicilio o sucursal en Colombia las 
cuales deben acreditar este requisito respecto del personal vinculado en Colombia. 

11.1.2.2. PERSONAS NATURALES  

El proponente persona natural debe acreditar la afiliación a los sistemas de seguridad social en salud y 
pensiones aportando los certificados de afiliación respectivos o con el certificado de pago de la correspondiente 
planilla.   

Los certificados de afiliación se deben presentar con fecha de expedición no mayor a treinta (30) días calendario, 
anteriores a la fecha del cierre del proceso de contratación. En caso de modificarse la fecha de cierre del 
proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia de los certificados de afiliación la fecha 
originalmente establecida en el pliego de condiciones definitivo. 

La persona natural que reúna los requisitos para acceder a la pensión de vejez, o se pensione por invalidez o 
anticipadamente, presentará el certificado que lo acredite y, además la afiliación al sistema de salud. 

Esta misma previsión aplica para las personas naturales extranjeras con domicilio en Colombia las cuales 
deberán acreditar este requisito respecto del personal vinculado en Colombia.  

11.1.2.3. PROPONENTES PLURALES  

Cada uno de los integrantes del proponente plural debe suscribir por separado la declaración de la que tratan 
los numerales anteriores. 

11.1.2.4. SEGURIDAD SOCIAL PARA LA SUSCRIPCIÓN DEL CONTRATO  
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El adjudicatario debe presentar, para la suscripción del respectivo contrato, ante la dependencia respectiva, la 
declaración donde acredite el pago correspondiente a seguridad social y aportes legales cuando a ello haya 
lugar.  

En caso de que el adjudicatario, persona natural o jurídica, no tenga o haya tenido dentro de los seis (6) meses 
anteriores a la fecha de firma del contrato personal a cargo y por ende no esté obligado a efectuar el pago de 
aportes legales y seguridad social debe indicar esta circunstancia en la mencionada certificación, bajo la 
gravedad de juramento. 

11.1.2.5. ACREDITACIÓN DEL PAGO AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL DURANTE LA EJECUCIÓN 
DEL CONTRATO  

El contratista debe acreditar para realizar cada pago del contrato, que se encuentra al día en los aportes 
parafiscales relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF y Cajas de 
Compensación Familiar, cuando corresponda.   

11.2. EXPERIENCIA 

Los proponentes deben acreditar su experiencia a través de: i) la información consignada en el RUP para 
aquellos que estén obligados a tenerlo, ii) la presentación del ¡Error! No se encuentra el origen de la 
referencia. para todos los proponentes y iii) alguno de los documentos válidos para la acreditación de la 
experiencia, señalados en el numeral 3.5.6 cuando se requiera la verificación de información del proponente 
adicional a la contenida en el RUP. 

La evaluación de los proponentes se efectuará de acuerdo con la experiencia contenida en el Registro Único 
de Proponentes (RUP) vigente y en firme antes del cierre del proceso. 

Los proponentes podrán acreditar experiencia proveniente de contratos celebrados con particulares o entidades 
estatales.  

Por regla general, el Proponente solo puede acreditar la experiencia que ha obtenido y no la experiencia de su 
matriz, subsidiarias o integrantes del mismo grupo empresarial.  

11.2.1. CARACTERÍSTICAS DE LOS CONTRATOS PRESENTADOS PARA ACREDITAR LA 
EXPERIENCIA EXIGIDA  

Los contratos para acreditar la experiencia exigida deberán cumplir las siguientes características:  

CONSTRUCCIÓN Y/O TERMINACIÓN Y/O AMPLIACIÓN Y/O REMODELACIÓN Y/O REFORZAMIENTO Y/O 
ADECUACIÓN Y/O REHABILITACIÓN Y/O MANTENIMIENTO Y/O MEJORAMIENTO Y/O MODIFICACIÓN DE 
EDIFICACIONES. 
 
 
EXPERIENCIA ESPECIFICA:   
 
Por lo menos uno (1) de los contratos válidos aportados como experiencia general deben contemplar un área 
intervenida o construida sea igual o superior al (50%) del total de metros cuadrados del proceso de selección. 
 

A. Estar relacionados en el Formato 3 – Experiencia con el número consecutivo del contrato en el RUP. 
Los Proponentes Plurales deberán indicar qué integrante aporta cada uno de los contratos señalados 
en el Formato 3 – Experiencia. Este documento deberá ser presentado por el Proponente Plural y no 
por cada integrante. 

Si el Proponente no diligencia el Formato 3 – Experiencia, la Institución Educativa pedirá su 
subsanación en los términos del numeral 1.6. En caso de que el oferente no subsane se tendrán en 
cuenta para la evaluación los cinco (5) contratos de mayor valor aportados. Con estos la Institución 
Educativa verificará la acreditación de los requisitos de experiencia general y específica solicitados. 
 

B. El Proponente podrá acreditar la experiencia solicitada con mínimo uno (1) y máximo tres (3) contratos, 
los cuales serán evaluados teniendo en cuenta la tabla del numeral 3.5.7 del Pliego de Condiciones. 
 

C. Deben haber terminado antes de la fecha de cierre del presente procedimiento de selección. Esta fecha 
corresponde al momento de terminación de la ejecución del Contrato, por lo que no necesariamente 
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coincide con la fecha de entrega y/o recibo final, liquidación o acta final, salvo que de los documentos 
del numeral 3.5.5 se derive tal información. 

 
D. Para los contratos que sean aportados por personas jurídicas que no cuentan con más de tres (3) años 

de constituidas, que pretendan acreditar la experiencia de sus socios, accionistas o constituyentes, de 
conformidad con la posibilidad establecida en el numeral 2.5 del artículo 2.2.1.1.1.5.2. del Decreto 1082 
de 2015, además del RUP deben adjuntar un documento suscrito por el representante legal y el revisor 
fiscal o contador público (según corresponda) donde se indique la conformación de la persona jurídica. 
La Institución Educativa tendrá en cuenta la experiencia de los accionistas, socios o constituyentes de 
las sociedades con menos de tres (3) años de constituidas. Pasado este tiempo, la sociedad 
conservará esta experiencia, tal y como haya quedado registrada en el RUP. 
 
De acuerdo con el inciso anterior, en los casos en que se presente un Proponente Plural conformado 
por una persona jurídica, en conjunto con sus socios, accionistas o constituyentes, y se acrediten 
contratos en los que estos le hayan transferido experiencia a aquellas, los mismos solo podrán ser 
acreditados como experiencia en el Proceso de Contratación por uno de esos integrantes, de manera 
que el Proponente Plural solo podrá acreditar una misma experiencia una sola vez. 

 
E. La experiencia a la que se refiere este numeral podrá ser validada mediante alguno, o algunos, de los 

documentos establecidos en el Pliego de Condiciones señalados en el numeral 3.5.5. 
 

F. No será válida la experiencia acreditada para edificaciones que se encuentre relacionada con la 
ejecución de obras cuyo objeto o alcance sea alguna de las siguientes: Parqueaderos de un (1) piso 
(como uso exclusivo); Infraestructura de transporte, salvo que el Proceso de Contratación implique el 
mantenimiento de vías de circulación internas; Obras hidráulicas (represas, alcantarillados, 
acueductos, diques, canales, plantas de tratamiento); Obras de urbanismo y paisajismo, salvo que el 
proceso de selección implique el mantenimiento de zonas verdes y/o paisajismo al interior de un predio 
cuya destinación es en una edificación de infraestructura social (tales como instituciones educativas, 
hospitales, planetarios, auditorios, entre otros). 
 

Nota: Las consideraciones previamente relacionadas aplican para las actividades a contratar que correspondan 
a la intervención de edificaciones verticales únicamente. 
 

11.2.2. CONSIDERACIONES PARA LA VALIDEZ DE LA EXPERIENCIA REQUERIDA. 

La Institución Educativa tendrá en cuenta los siguientes aspectos para analizar la experiencia acreditada y que 
la misma sea válida como experiencia requerida:  

A. En el Clasificador de Bienes y Servicios, el segmento correspondiente para la clasificación de la 
experiencia es el segmento 72.  

B. La Institución Educativa contratante únicamente podrá exigir para la verificación de la experiencia los 
contratos celebrados por el interesado, identificados con el Clasificador de Bienes y Servicios hasta el 
tercer nivel. 

C. Si el proponente relaciona o anexa más de tres (3) contratos en el Formato 3 – Experiencia, para 
efectos de evaluación de la experiencia se tendrá en cuenta como máximo los tres (3) contratos 
aportados de mayor valor. 

D. Cuando el contrato que se pretende acreditar como experiencia haya sido ejecutado en consorcio o 
unión temporal, el porcentaje de participación del integrante será el registrado en el RUP de este o en 
alguno de los documentos válidos para la acreditación de experiencia en caso de que el integrante no 
esté obligado a tener RUP.  
 

E. Cuando el contrato que se pretende acreditar como experiencia haya sido ejecutado en consorcio o 
unión temporal, el valor a considerar será el registrado en el RUP o documento válido en caso de que 
el integrante no esté obligado a RUP, para la acreditación de experiencia multiplicada por el porcentaje 
de participación que tuvo el integrante o los integrantes. 

 
F. Cuando el contrato que se pretende acreditar como experiencia haya sido ejecutado en Consorcio, el 

“% de dimensionamiento (según la magnitud física requerida en el Proceso de Contratación)”, se 
afectará por el porcentaje de participación que tuvo el integrante o los integrantes. 
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Por su parte, si el Contrato fue ejecutado como Unión Temporal, la acreditación del “% de 
dimensionamiento” se afectará de acuerdo con la distribución de actividades y lo materialmente 
ejecutado, para lo cual se deberá allegar el documento de conformación de Proponente Plural que 
discrimine las actividades a cargo de cada uno de los integrantes o que de los documentos aportados 
para acreditar la experiencia se pueda determinar qué actividades ejecutó cada uno de los integrantes. 
En caso de que lo anterior no se logre determinar, la evaluación se realizará de conformidad con lo 
señalado en el párrafo precedente, respecto a los Consorcios. 

Nota: El “dimensionamiento” de este literal aplica a cualquier dimensión o magnitud requerida en el 
Proceso de Contratación para acreditar la experiencia. 

G. Cuando el contrato que se aporte para la experiencia haya sido ejecutado por un Consorcio o unión 
temporal, y dos (2) o más de sus integrantes conformen un proponente plural para participar en el 
presente proceso, dicho contrato se entenderá aportado como un (1) solo contrato y se tendrá en 
cuenta para el aporte de la experiencia la sumatoria de los porcentajes de los integrantes del consorcio 
o unión temporal que ejecutaron el contrato y que están participando en el presente proceso.  

H. Las auto certificaciones no servirán para acreditar la experiencia requerida, ya que con estas no puede 
constatarse la ejecución de contratos que deben certificar los terceros que recibieron la obra, bien o 
servicio. Para la aplicación de esta regla, se entiende por auto certificaciones aquellas expedidas por 
el mismo Proponente, sus representantes, los integrantes del Proponente Plural o del mismo grupo 
empresarial para demostrar su propia experiencia. 

I. Las certificaciones de experiencia expedidas por el interventor de obra no servirán para probar la 
experiencia requerida. 

11.2.3. CLASIFICACIÓN DE LA EXPERIENCIA EN EL “CLASIFICADOR DE BIENES, OBRAS Y 
SERVICIOS DE LAS NACIONES UNIDAS” 

Los contratos aportados para efectos de acreditación de la experiencia requerida deben estar clasificados en 
alguno de los siguientes códigos:  

Clasificación UNSPSC Descripción 

72101500 Servicios de apoyo para la construcción  
72102900 Servicio de mantenimiento y reparación de instalaciones 

 

Las personas naturales o jurídicas extranjeras sin domicilio o sucursal en Colombia deberán indicar los códigos 
de clasificación relacionados con los bienes, obras o servicios ejecutados con alguno de los documentos válidos 
establecidos en el pliego de condiciones para cada uno de los contratos aportados para la acreditación de la 
experiencia requerida. En el evento en el que dichos documentos no incluyan los códigos de clasificación, el 
representante legal del proponente deberá incluirlos en el ¡Error! No se encuentra el origen de la referencia.. 

 

11.2.4. ACREDITACIÓN DE LA EXPERIENCIA REQUERIDA 

Los proponentes acreditarán para cada uno de los contratos aportados la siguiente información mediante alguno 
de los documentos señalados en la sección 3.5.5. del Pliego de Condiciones:  

A. Contratante 

B. Objeto del contrato 

C. Principales actividades ejecutadas 

D. La magnitud, área intervenida o construida y demás condiciones de experiencia requerida en los 
pliegos de condiciones   

E. La fecha de iniciación de la ejecución del contrato: Esta fecha es diferente a la de suscripción del 
contrato, a menos que de los documentos del numeral 3.5.6 de forma expresa así se determine.  
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Si en los documentos válidos aportados para la acreditación de experiencia solo se evidencia fecha 
(mes, año) de suscripción y/o inicio del contrato: se tendrá en cuenta el último día del mes que se 
encuentre señalado en la certificación 

F. La fecha de terminación de la ejecución del contrato:  Esta fecha de terminación no es la fecha de 
entrega y/o recibo final, liquidación, o acta final, salvo que de los documentos del numeral 3.5.6 de 
forma expresa así se determine.  

Si en los documentos válidos aportados para la acreditación de experiencia solo se evidencia fecha 
(mes, año) de terminación del contrato: se tendrá en cuenta el primer día del mes que se encuentre 
señalado en la certificación 

G. Nombre y cargo de la persona que expide la certificación. 

H. El porcentaje de participación del integrante del contratista plural. 

I. El porcentaje de participación en el valor ejecutado en el caso de contratistas plurales. 

 
11.3 CAPACIDAD FINANCIERA 
 
Los Proponentes deberán acreditar los siguientes indicadores en los términos señalados en la Matriz – 
Indicadores financieros y organizacionales y bajo las condiciones señaladas en el numeral 3.9:  

 

Indicador Fórmula 

Liquidez Activo	Corriente
Pasivo	Corriente 

Nivel de 
Endeudamiento 

 
Pasivo	Total
Activo	Total 

 

Razón de 
Cobertura de 

Intereses 

 
Utilidad	Operacional

Gastos	Interes  
 

 

Si el Proponente es Plural cada indicador debe calcularse así: 

Indicador	 =
(∑ Componente	1	del	indicador!)	"

!#$
(∑ Componente	2	del	indicador!)	"

!#$
 

Donde n es el número de integrantes del Proponente Plural (Unión Temporal o Consorcio). 

El Proponente que no tiene pasivos corrientes está habilitado respecto del índice de liquidez.  

El Proponente que no tiene gastos de intereses está habilitado respecto de la razón de cobertura de 
intereses, siempre y cuando la utilidad operacional sea igual o mayor a cero (0).  

El Proponente que demuestre la condición de Mipyme domiciliada en Colombia probará la capacidad 
financiera de acuerdo con los indicadores señalados en la Matriz – Indicadores financieros y 
organizacionales. El Proponente acreditará la condición de Mipyme con la copia del certificado del 
Registro Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su 
presentación. 

 
11.4 CAPITAL DE TRABAJO 
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Para el presente Proceso de selección los proponentes acreditarán:  

CT = AC - PC ≥ CTd 

Donde: 

CT = Capital de trabajo 

AC = Activo corriente 

PC = Pasivo corriente 

CTd = Capital de Trabajo demandado para el Proceso que presenta propuesta 

El capital de trabajo (CT) del oferente deberá ser mayor o igual al capital de trabajo demandado (CTd):  

CT ≥ CTd 

El capital de trabajo demandado para el Proceso que presenta propuesta (CTd) se calcula así: 

CTd = 10% x (PO) 

Donde:  

CTd = Capital de trabajo demandado del Proceso al cual presenta propuesta 

PO = Presupuesto oficial del proceso al cual presenta propuesta. 

Si el Proponente es plural el indicador debe calcularse así: 

CTProponente	plural =?CT!

"

!#$

 

Donde 𝒏 es el número de integrantes del proponente plural (unión temporal o consorcio). 

 
11.5 CAPACIDAD ORGANIZACIONAL  
 
Los Proponentes deben acreditar los siguientes indicadores en los términos señalados en la Matriz - Indicadores 
financieros y organizacionales: 

Indicador Fórmula 

Rentabilidad sobre 
Patrimonio (Roe) 

Utilidad	Operacional
Patrimonio  

Rentabilidad del 
Activo (Roa) 

Unidad	Operacional
Activo	Total  

 

Si el Proponente es plural cada indicador debe calcularse así: 

Indicador	 =
(∑ Componente	1	del	indicador!)	"

!#$
(∑ Componente	2	del	indicador!)	"

!#$
 

Donde n es el número de integrantes del Proponente Plural (Unión Temporal o Consorcio). 

El Proponente que demuestre la condición de Mipyme domiciliada en Colombia acreditará la capacidad 
organizacional de acuerdo con los indicadores señalados en la Matriz – Indicadores financieros y 
organizacionales. El Proponente probará la condición de Mipyme con la copia del certificado del Registro Único 
de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación.  
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11.6 CAPACIDAD RESIDUAL 
 
El proponente será hábil si su capacidad residual es mayor o igual a la capacidad residual de proceso de 
contratación (CRPC). Así:  

𝐶𝑅𝑃	 ≥ 𝐶𝑅𝑃𝐶 

Los proponentes acreditarán la capacidad residual o K de contratación conforme se describe a continuación. 
En todo caso, si con posterioridad al cierre del proceso cualquier interesado, durante el traslado del informe de 
evaluación, o la entidad, en uso de la potestad verificadora, advierte que se dejó de incluir, al cierre del proceso, 
por parte de un proponente, alguna información contractual que afecte su capacidad residual, la Institucion 
Educativa rechazará la oferta.  

Lo anterior, sin perjuicio de las acciones administrativas y/o judiciales a que haya lugar, en contra de la (s) 
persona (s) que haya (n) suscrito las certificaciones exigidas para el cálculo de la capacidad residual. 

11.6.1. CÁLCULO DE LA CAPACIDAD RESIDUAL DEL PROCESO DE CONTRATACIÒN (CRPC) 

Si el plazo estimado del contrato es menor o igual a 12 meses, el cálculo de la CRPC deberá tener en cuenta 
el siguiente proceso:  

𝐶𝑅𝑃𝐶 = 𝑃𝑂𝐸 − 𝐴𝑛𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑜	𝑦/𝑜	𝑝𝑎𝑔𝑜	𝑎𝑛𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑎𝑑𝑜	  

Donde:  

CRPC = Capacidad residual del proceso de contratación  

POE = Presupuesto oficial estimado 

Si el plazo estimado del contrato es mayor a 12 meses el cálculo de la CRPC deberá tener en cuenta el siguiente 
proceso:  

CRPC = %&'()"*!+!,-	//-	,12-	1"*!+!,13-
%415-	67*!813-	(86767)

∗ 12  

 

11.6.2. CÁLCULO DE LA CAPACIDAD RESIDUAL DEL PROPONENTE (CRP) 

La capacidad residual del proponente se calculará de la siguiente manera: 

𝐶𝑅𝑃 = 𝐶𝑂 ∗ V
(𝐸 + 𝐶𝑇 + 𝐶𝐹)

100 [ − 𝑆𝐶𝐸 

En donde:  

CRP  = Capacidad residual del Proponente  

CO  =  Capacidad de Organización  

E  =  Experiencia 

CT  =  Capacidad Técnica 

CF =  Capacidad Financiera 

SCE  =  Saldos de Contratos en Ejecución 

La CRP del proponente plural es la suma de la capacidad residual de cada uno de sus miembros, sin tener en 
cuenta el porcentaje de participación de los integrantes de la estructura plural; lo anterior, en cumplimiento de 
lo dispuesto para tal fin en la Guía para Determinar y Verificar la Capacidad Residual del Proponente en los 
Procesos de Contratación de Obra Pública, de Colombia Compra Eficiente. En caso de ser negativa la 
capacidad residual de uno de los miembros, este valor se restará de la capacidad residual total del proponente 
plural. 

A cada uno de los factores se le asigna máximo el siguiente puntaje: 
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Factor Puntaje máximo 
Experiencia (E) 120 
Capacidad financiera (CF)  40 
Capacidad técnica (CT)  40 
Total  200 

 

Se recomienda el uso de la aplicación para establecer la capacidad residual, de Colombia Compra Eficiente, 
disponible en la página web: https://www.colombiacompra.gov.co/manuales-guias-y-pliegos-tipo/manuales-y-
guias/, así como el aplicativo para tal fin por Colombia Compra Eficiente. 

La Capacidad de Organización (CO) no tiene asignación de puntaje en la fórmula porque su unidad de medida 
es en pesos colombianos y constituye un factor multiplicador de los demás factores. 

 
12. CRITERIOS DE EVALUACIÓN, ASIGNACIÓN DE PUNTAJE Y CRITERIOS DE DESEMPATE 

PONDERACIÓN DE LA OFERTA. 
 
La Institución Educativa calificará las ofertas que hayan cumplido con los requisitos habilitantes con los 
siguientes puntajes: 

Concepto  Puntaje máximo  

Oferta económica  49,5  

Factor de calidad  30  

Apoyo a la industria nacional  20  

Emprendimientos y empresas de mujeres  0,25  

Mipyme  0,25  

Total  100 

 

En las convocatorias limitadas a Mipyme el puntaje por este concepto se trasladará al puntaje de oferta 
económica. En este caso en el Pliego de Condiciones definitivo se incluirá el siguiente cuadro:  

La Institución Educativa, calificará las ofertas que hayan cumplido con los requisitos habilitantes con los 
siguientes puntajes: 

  
Concepto  Puntaje 

máximo  
Oferta económica  49,75  
Factor de calidad  30  
Apoyo a la industria nacional  20  
Emprendimientos y empresas de mujeres  0,25  
Total  100 

 
La institución Educativa deberá reducir durante la evaluación de las ofertas dos puntos (2) a los Proponentes 
que se les haya impuesto una o más multas o cláusulas penales durante el último año, contado a partir de la 
fecha prevista para el cierre del proceso, sin importar la cuantía y sin perjuicio de las demás consecuencias 
derivadas del incumplimiento. Esta reducción también afectará a los Consorcios y a las Uniones Temporales si 
alguno de sus integrantes se encuentra en la situación anterior.  
 
La reducción del puntaje antes señalada no se materializará en caso de que los actos administrativos que 
hayan impuesto las multas sean objeto de medios de control jurisdiccional previstos en la Ley 1437 de 2011 o 
las normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan. Además, se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el 

https://www.colombiacompra.gov.co/manuales-guias-y-pliegos-tipo/manuales-y-guias/
https://www.colombiacompra.gov.co/manuales-guias-y-pliegos-tipo/manuales-y-guias/
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artículo 6 de la Ley 2020 de 2020. Lo anterior de conformidad con el artículo 58 de la Ley 2195 de 2022 y las 
normas que lo modifiquen, sustituyan, adicionen o reglamenten. 
 

12.1. OFERTA ECONÓMICA 
 
La forma de pago es a precios unitarios.  

Para calificar este factor se tendrá en cuenta el valor total indicado en la propuesta económica o el obtenido de 
la corrección aritmética. La propuesta económica debe entregarse firmada.  

El valor de la propuesta económica debe presentarse en pesos colombianos y contemplar todos los costos 
directos e indirectos para la completa y adecuada ejecución de la obra del presente proceso, los riesgos y la 
administración de estos. 

Al formular la oferta, el proponente acepta que estarán a su cargo todos los impuestos, tasas y contribuciones 
establecidos por las diferentes autoridades nacionales, departamentales o municipales y dentro de estos 
mismos niveles territoriales, los impuestos, tasas y contribuciones establecidos por las diferentes autoridades. 

Los estimativos técnicos que hagan los proponentes para la presentación de sus ofertas deben tener en cuenta 
que la ejecución del contrato se regirá íntegramente por lo previsto en los documentos del proceso y que en sus 
cálculos económicos deben incluir todos los aspectos y requerimientos necesarios para cumplir con todas las 
obligaciones contractuales y asumir los riesgos previstos en dichos documentos. 

El desglose de los Análisis de Precios Unitarios publicados por la Institución Educativa es únicamente de 
referencia, constituye una guía para la preparación de la oferta. Si existe alguna duda o interrogante sobre la 
presentación de estos Análisis de Precios Unitarios y el precio de estudios publicados por la entidad, es deber 
del proponente hacerlos conocer dentro del plazo establecido en el ¡Error! No se encuentra el origen de la 
referencia. para la presentación de observaciones al proyecto de pliego de condiciones para que la Institución 
Educativa los pueda estudiar. 

De acuerdo al tipo de contrato a ser ejecutado, el cual es contrato de obra los descuentos que se aplicarían al 
contrato son los siguientes: 

Detalle Deducción Tarifa 
ICA 8,56 x 1000 
Estampilla UDC 1% 
Estampilla Años Dorados 2% 
Estampilla P/ Justicia Familiar 2% 
Tasa Pro Deporte y Recreación 2,5% 
Rete Fuente Obra Construcción. 2% 
Contribución Ley 104/1933 5% 

 

En todo caso se advierte que la información aquí consignada tiene como fin detallar los tributos de mayor 
relevancia en el tipo de contrato y los mismo son los relacionados con la administración distrital, en ese sentido 
y como lo sabe el interesado es responsabilidad del proponente tener claro los gastos que, a nivel de tributos, 
impuestos, estampillas y otras deducciones puedan ser aplicables al contrato. 

La Institución Educativa seleccionará el método de ponderación de la propuesta económica, de acuerdo con las 
siguientes alternativas:  

Concepto Método 
1 Mediana con valor absoluto 
2 Media geométrica 
3 Media aritmética baja 
4 Menor valor 

 

Para determinar el método de ponderación, la Entidad tomará los centavos de la Tasa de Cambio 
Representativa del Mercado (TRM), certificada por la Superintendencia Financiera de Colombia (en su sitio web: 
[https://www.superfinanciera.gov.co/publicacion/60819]). 
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El día de la audiencia de adjudicación, la Entidad iniciará respondiendo y resolviendo las observaciones 
presentadas al informe de evaluación, de conformidad con el numeral 2.6 del Pliego de Condiciones. Acto 
seguido, la Entidad iniciará la apertura de los sobres de las ofertas económicas y definirá el método de 
ponderación de las propuestas de acuerdo con la TRM que rija al día hábil siguiente; sin embargo, la Entidad 
debe finalizar la apertura de los sobres económicos hasta antes de las 3:00 pm. De conformidad con lo anterior, 
la Entidad no deberá abrir los sobres económicos teniendo conocimiento de la TRM que regirá al día hábil 
siguiente. En este sentido, atendiendo a las circunstancias anteriores y las particularidades de cada caso, la 
Entidad podrá optar por suspender la audiencia y reiniciarla cuando lo considere conveniente, de manera que 
inicie y finalice la apertura de los sobres antes de las 3:00 pm del día respectivo.  

En el evento que la Entidad deba suspender la audiencia por cualquier motivo, se tendrá como método de 
ponderación el que rija el día hábil siguiente del día en que efectivamente se realice la apertura del segundo 
sobre.  

En cualquiera de los supuestos señalados, la Entidad debe iniciar y agotar la apertura de los sobres económicos 
y la definición del método de ponderación en un mismo día hasta antes de las 3:00 pm. Igualmente, el método 
definido el día de la apertura del sobre económico seguirá rigiendo aun cuando la Entidad deba suspender la 
audiencia.  

Para mayor claridad, y siendo esta la regla prevalente de acuerdo con lo indicado, la TRM que la Entidad utilizará 
para determinar el método de ponderación será la que rija el día hábil siguiente del día en que efectivamente 
se realice la apertura del segundo sobre. Esto es, la que la Superintendencia Financiera publique en horas de 
la tarde el día de la apertura del segundo sobre. [Por ejemplo, si la audiencia de adjudicación se realiza el 10 
de febrero de 2020 y ese mismo día se abre el segundo sobre, la TRM que se usará para determinar el método 
de evaluación será la del 11 de febrero de 2020, que se publica en la tarde del 10 de febrero de 2020].  

El método de ponderación se determinará de acuerdo con los rangos del siguiente cuadro: 

Rango (inclusive) Número Método 
De 0.00 a 0.24 1 Mediana con valor absoluto 
De 0.25 a 0.49 2 Media geométrica 
De 0.50 a 0.74 3 Media aritmética baja 
De 0.75 a 0.99 4 Menor valor 

 

En todos los casos se tendrá en cuenta hasta el séptimo (7°) decimal del valor obtenido como puntaje y las 
fórmulas se aplicarán con las propuestas que no han sido rechazadas y se encuentran válidas. 

Las propuestas que al aplicar las fórmulas obtengan puntajes negativos obtienen cero (0) puntos en la oferta 
económica. 

12.2. FACTOR DE CALIDAD.  

La Institución Educativa asignará el puntaje de factor de calidad como sigue: 

Concepto Puntaje  
(i) implementación del programa de gerencia de proyectos; 

(ii) disponibilidad y condiciones funcionales de la maquinaria de 
obra; 

(iii) presentación de un plan de calidad;  

5 
3 
2 

(i) Criterio ambiental  
ii) Criterio Social  

15 
5 

Total 30 
 

La Entidad Estatal debe consultará y analizará las anotaciones vigentes que reposen en el Registro Nacional 
de Obras Civiles Inconclusas, de que trata la Ley 2020 de 2020. En el evento que las personas naturales o 
jurídicas, nacionales o extranjeras domiciliadas o con Sucursal en Colombia, o integrantes de Proponentes 
Plurales, cuenten con alguna anotación vigente de obra civil inconclusa, en el mencionado registro, se 
descontará un (1) punto de la sumatoria obtenida en relación con el factor de calidad.  

12.3. APOYO A LA INDUSTRIA NACIONAL  
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El criterio y el fundamento de este factor de calificación está sustentado en la Ley 816 de 2003, que través de 
su artículo 1 estableció que las entidades de la administración pública que, de acuerdo con el régimen jurídico 
de contratación que le sea aplicable, deban seleccionar a sus contratistas a través de licitaciones, convocatorias 
o concursos públicos, o mediante cualquier modalidad contractual, excepto aquellas en que la ley no obligue a 
solicitar más de una propuesta, adoptarán criterios objetivos que permitan apoyar a la industria nacional. 
 
A su turno, el Decreto 680 de 2021, introdujo modificaciones y adiciones al Decreto 1082 de 2015, Único 
Reglamentario del Sector Administrativo de Planeación Nacional, con miras a reglamentar el puntaje para la 
promoción de la industria nacional en los procesos de contratación. 
 
El mencionado Decreto, introdujo una modificación parcial del artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015, 
el cual quedó así: 
 

«Servicios Nacionales. En los contratos que deban cumplirse en Colombia, un servicio es colombiano 
si además de ser prestado por una persona natural colombiana o por un residente en Colombia, por 
una persona jurídica constituida de conformidad con la legislación colombiana o por un proponente 
plural conformado por estos o por estos y un extranjero con trato nacional, usa los bienes nacionales 
relevantes definidos por la Entidad Estatal para la prestación del servicio que será objeto del Proceso 
de Contratación o vinculen el porcentaje mínimo de personal colombiano según corresponda. 
 
En los contratos que no deban cumplirse en Colombia, que sean prestados en el extranjero y estén 
sometidos a la legislación colombiana, un servicio es colombiano si es prestado por una persona 
natural colombiana o por un residente en Colombia, por una persona jurídica constituida de 
conformidad con la legislación colombiana o un proponente plural conformado por estos, sin que sea 
necesario el uso de bienes colombianos o la vinculación de personal colombiano.  
 
Los extranjeros con trato nacional que participen en el Proceso de Contratación de manera singular o 
mediante la conformación de un proponente plural, podrán definir en su oferta si aplican la regla de 
origen aquí prevista, o cualquiera de las reglas de origen aplicables según el Acuerdo Comercial o la 
normativa comunitaria que corresponda. En aquellos casos en que no se indique en la oferta la regla 
de origen a aplicar, la Entidad Estatal deberá evaluar la oferta de acuerdo con la regla de origen aquí 
prevista.». 

Por su parte, el artículo 2 del Decreto 680 de 2021 adicionó el artículo 2.2.1.2.4.2.9. del Decreto 1082 de 2015, 
cuyo texto es el siguiente: 
 

«Artículo 2.2.1.2.4.2.9. Puntaje para la promoción de la industria nacional en los Procesos de 
Contratación de servicios. La Entidad Estatal en los Procesos de Contratación de servicios, otorgará 
el puntaje de que trata el inciso primero del artículo 2 de la Ley 816 de 2003 al proponente que oferte 
Servicios Nacionales o servicios extranjeros con trato nacional de acuerdo con la regla de origen 
aplicable.  
 
En los contratos que deban cumplirse en Colombia, la Entidad Estatal definirá de manera razonable y 
proporcionada los bienes colombianos relevantes teniendo en cuenta:  
 

1) El análisis del sector económico y de los oferentes, y, toda aquella información adicional con 
la que cuente la Entidad Estatal en la etapa de planeación del Proceso de Contratación;  

2) El porcentaje de participación de los bienes en el presupuesto del Proceso de Contratación; 
y  

3) La existencia de los bienes en el Registro de Productores de Bienes Nacionales, en los 
términos del Decreto 2680 de 2009 o las normas que lo modifiquen, aclaren, adicionen o 
sustituyan.  

 
En aquellos casos en que, de acuerdo con el objeto contractual, no existan bienes colombianos 
relevantes o no exista oferta nacional de los mismos en el Registro de Productores de Bienes 
Nacionales, la Entidad Estatal otorgará el puntaje de que trata el inciso primero del artículo 2 de la Ley 
816 de 2003 al proponente que vincule el porcentaje mínimo establecido por la Entidad Estatal de 
empleados o contratistas por prestación de servicios colombianos, que no podrá ser inferior al 40% del 
total de empleados y contratistas asociados al cumplimiento del contrato.  
 
La Entidad Estatal documentará este análisis y dejará constancia en los Documentos del Proceso.» 

Finalmente, se reitera que las condiciones de acreditación de este puntaje para el caso en particular, han sido 
diseñadas por Colombia Compra Eficiente en diferentes tipos de documentos.  
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Los Proponentes pueden obtener puntaje de apoyo a la industria nacional por: i) Servicios Nacionales o con 
Trato Nacional o por ii) la incorporación de componente nacional en servicios extranjeros. La Entidad en ningún 
caso otorgará simultáneamente el puntaje por ambos aspectos. 
 
Los puntajes para estimular a la industria nacional se relacionan en la siguiente tabla: 
 

Concepto Puntaje 
Promoción de Servicios Nacionales o 

con Trato Nacional 20 

Incorporación de componente 
nacional en servicios extranjeros 5 

 
 
 
12.3.1. PROMOCIÓN DE SERVICIOS NACIONALES O CON TRATO NACIONAL 
 
En los contratos que deban cumplirse en Colombia, el servicio es nacional cuando además de ofertarse por una 
persona natural colombiana o por un residente en Colombia, por una persona jurídica constituida de 
conformidad con la legislación colombiana o por un Proponente Plural conformado por estos o por estos y un 
extranjero con Trato Nacional, (i) usa el o los bienes nacionales relevantes definidos por la Entidad Estatal para 
el desarrollo de la obra o (ii) vincula el porcentaje mínimo de personal colombiano, según corresponda. 
 
En los contratos que no deban cumplirse en Colombia, que sean prestados en el extranjero y estén sometidos 
a la legislación colombiana, un servicio es colombiano si es prestado por una persona natural colombiana o por 
un residente en Colombia, por una persona jurídica constituida de conformidad con la legislación colombiana o 
por un Proponente Plural conformado por estos, sin que sea necesario el uso de bienes colombianos o la 
vinculación de personal colombiano. 
 
Entonces, para determinar uno o varios bienes nacionales relevantes la Entidad Estatal debe aplicar los criterios 
establecidos en el artículo 2.2.1.2.4.2.9. del Decreto 1082 de 2015 y los previstos sobre esta materia por la 
Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente.  
 
En cumplimiento de los referidos criterios, la Entidad Estatal desarrolló la siguiente metodología para identificar 
los bienes nacionales relevantes para la ejecución del objeto a contratar:  
 
 

1) Identificar dentro del Presupuesto Oficial los bienes o insumos requeridos para la ejecución del 
proyecto. 

2) Calcular el valor parcial de los bienes o insumos identificados, para lo cual se deberá multiplicar el 
valor unitario de cada uno por la cantidad requerida. 

3) Calcular el valor total realizando la sumatoria de los valores parciales de los bienes o insumos 
requeridos en el proyecto. 

4) Determinar el porcentaje de participación de cada bien o insumo usando su valor parcial divido por el 
valor total, cociente que deberá ser multiplicado por cien (100). Para esto se aplicará la siguiente 
fórmula: 

 

 
 

 
 

5) Determinar el porcentaje acumulado entendido como la sumatoria de los porcentajes de participación 
definidos en el numeral anterior. Para lo cual, se sugiere, organizar los bienes en una tabla, en orden 
descendente según su porcentaje de participación, disponiendo una fila por cada bien, una columna 
para el nombre o descripción del bien, otra para el porcentaje de participación y otra en la que se 
consignará el porcentaje acumulado.  
 
Al bien o insumo que tiene la mayor participación, es decir el que ocupa el primer lugar en el listado, 
le corresponderá como porcentaje acumulado el valor asignado como porcentaje de participación. Para 
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el segundo bien el porcentaje acumulado será la suma de su porcentaje de participación con el 
porcentaje acumulado asignado al bien que lo antecede en el listado. Del mismo modo, para el tercer 
bien el porcentaje acumulado será la suma de su porcentaje de participación con el porcentaje 
acumulado calculado para el anterior bien, y así sucesivamente deberá procederse respecto de los 
demás bienes hasta completar todos los porcentajes acumulados. Para mayor claridad se aplicará la 
siguiente fórmula:  

 

 
 
Donde 𝑝𝑎𝑟𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑎𝑐𝑖𝑜𝑛	(%); son las frecuencias acumuladas o porcentaje de participación (%) calculado. 
 
 
 

6) Identificar los bienes o insumos cuyo porcentaje acumulado esté dentro del ochenta por ciento (80%2) 
o un valor aproximado por debajo. 

 
7) Identificar los bienes o insumos que cumplan con la condición anterior y en relación con estos se 

calculará el promedio de su porcentaje de participación. El promedio se calculará realizando la 
sumatoria de los porcentajes de participación de cada bien, resultado que luego se dividirá entre el 
número de bienes que se promedian.  

 
8) Los bienes relevantes serán aquellos cuyo porcentaje de participación sea igual o superior al promedio 

calculado en el paso anterior.  

 
9) Verificar si uno o varios bienes que cumplan con lo previsto en el numeral anterior se encuentran 

incluidos en el Registro de Productores de Bienes Nacionales, en los términos del Decreto 2680 de 
2009. De estar incorporados, la Entidad Estatal verificará al momento de publicar el pliego de 
condiciones definitivo que el registro del bien o insumo esté vigente hasta una fecha posterior a la del 
cierre del proceso. Para tal efecto, se entiende por fecha del cierre la publicada en el pliego de 
condiciones definitivo. Verificada la fecha de registro de estos bienes estos serán los que incluya en el 
pliego de condiciones. 
 
Ahora bien, la Entidad, deja la constancia que luego de efectuarse la verificación en el portal 
http://pbn.vuce.gov.co/consultas/index.php, se encontraron los siguientes resultados respecto de los 
bienes relevantes consultados en el Registro de Productores de Bienes Nacionales. 

Para asignar el puntaje deberán tenerse en cuenta las siguientes consideraciones:  

A. Los puntajes por apoyo a la industria nacional por promoción de Servicios Nacionales o con Trato 
Nacional solo se otorgarán a los Proponentes que se comprometan a adquirir uno, varios o todos los 
bienes nacionales relevantes para el cumplimiento del contrato. Para efectos de obtener el puntaje, la 
oferta respectiva no podrá someterse a condicionamientos. 
 

B. Cuando se determine la existencia de oferta de los bienes nacionales relevantes requeridos para el 
desarrollo del presente objeto contractual dentro del Registro de Productores de Bienes Nacionales, 
no se otorgará puntaje a los Proponentes que no ofrezcan alguno de los bienes mencionados. Esto, 
aunque se comprometan a vincular al cumplimiento del objeto contractual un porcentaje de empleados 
o contratistas por prestación de servicios colombianos para la ejecución del contrato. 

 

12.4. EMPRENDIMIENTO Y EMPRESAS DE MUJERES. 
 
La Institucion Educativaasignará un puntaje de cero punto veinticinco (0.25) puntos al Proponente que acredite 
la calidad de emprendimientos y empresas de mujeres con domicilio en el territorio nacional de conformidad con 

 
 

http://pbn.vuce.gov.co/consultas/index.php
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la previsto en el artículo 2.2.1.2.4.2.14. del Decreto 1082 de 2015 o la norma que lo modifique, sustituya o 
complemente. 

Para que el Proponente obtenga este puntaje debe diligenciar el Formato 12 – Acreditación de emprendimientos 
y empresas de mujeres y aportar la documentación requerida. Si el Proponente debió subsanar la entrega de 
dicho formato y/o los documentos exigidos para probar esta condición será válido para el criterio diferencial en 
cuanto al requisito habilitante relacionado con el número de contratos aportados para demostrar la experiencia 
solicitada. Sin embargo, no se tendrán en cuenta para la asignación de puntaje, por lo que obtendrá cero (0) 
puntos por este criterio de evaluación.  

Tratándose de Proponentes Plurales este puntaje se otorgará si por lo menos uno de los integrantes acredita la 
calidad de emprendimientos y empresas de mujeres y tiene una participación igual o superior al diez por ciento 
(10 %) en el Consorcio o en la Unión Temporal. 

12.6 . MIPYME DOMICILIADA EN COLOMBIA  
 
La Entidad otorgará un puntaje de cero punto veinticinco (0.25) puntos al Proponente que acredite la calidad 
de Mipyme domiciliada en Colombia de conformidad con el artículo 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, 
en concordancia con el parágrafo del artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015, o la norma que lo 
modifique, complemente o sustituya. 
 
Así las cosas, para obtener el puntaje, el Proponente entregará copia del certificado del Registro Único de 
Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. Si el Proponente 
debió subsanar la entrega del RUP, éste será válido para los criterios diferenciales en cuanto a los requisitos 
habilitantes relacionados con el número de contratos aportados para demostrar la experiencia solicitada y los 
índices de la Capacidad Financiera y Organizacional. Sin embargo, el certificado no se tendrá en cuenta para 
la asignación del puntaje adicional, por lo que obtendrá cero (0) puntos por este factor de evaluación.  

Tratándose de Proponentes Plurales este puntaje se otorgará si por lo menos uno de los integrantes acredita 
la calidad de Mipyme y tiene una participación igual o superior al diez por ciento (10%) en el Consorcio o en 
la Unión Temporal. 

 
14. CRITERIOS DE DESEMPATE. 
 
En caso de empate en el puntaje total de dos o más ofertas deberán aplicarse las siguientes reglas de acuerdo 
con cada uno de los numerales, de forma sucesiva y excluyente, para seleccionar al Proponente favorecido, 
respetando en todo caso las obligaciones contenidas en los Acuerdos Comerciales vigentes, especialmente en 
materia de trato nacional: 

1. Preferir la oferta de bienes o servicios nacionales frente a la oferta de bienes o servicios extranjeros. El 
Proponente acreditará este factor de desempate de acuerdo con las reglas definidas en el numeral 4.3.1 
y con los documentos señalados en la sección 4.3.1.1 del Pliego de Condiciones. Por tanto, este criterio 
de desempate se probará con los mismos documentos que se presentan para el puntaje de apoyo a la 
industria nacional. Para el caso de los Proponentes Plurales, todos los integrantes deberán demostrar el 
origen nacional de la oferta en las condiciones indicadas en los numerales anteriormente citados.  
 

2. Preferir la propuesta de la mujer cabeza de familia. Su acreditación se realizará en los términos del 
parágrafo del artículo 2 de la Ley 82 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 1232 de 2008, o la 
norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, es decir, la condición de mujer cabeza de familia y 
la cesación de esta se otorgará desde el momento en que ocurra el respectivo evento y se declare ante 
un notario. Esta certificación debe tener una fecha de expedición no mayor a treinta (30) días calendario 
anteriores a la fecha del cierre del Proceso de Contratación y en esta deberá verificarse el cumplimiento 
de los requisitos indicados en el artículo 1 de la Ley 1232 de 2008. En caso de modificarse la fecha de 
cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha 
originalmente contemplada en el Pliego de Condiciones definitivo. 

 
Igualmente, se preferirá la propuesta de la mujer víctima de violencia intrafamiliar, la cual acreditará esta 
condición de conformidad con el artículo 21 de la Ley 1257 de 2008 o la norma que lo modifique, aclare, 
adicione o sustituya, esto es, cuando se profiera una medida de protección expedida por la autoridad 
competente. En virtud del artículo 16 de la Ley 1257 de 2008 o la norma que lo modifique, aclare, adicione 
o sustituya, la medida de protección la debe impartir el comisario de familia del lugar donde ocurrieron 
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los hechos y, a falta de este, del juez civil municipal o promiscuo municipal, o la autoridad indígena en 
los casos de violencia intrafamiliar en las comunidades de esa naturaleza.  
 
En el caso de las personas jurídicas se preferirá a aquellas en las que participen mayoritariamente 
mujeres cabeza de familia y/o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, para lo cual el representante 
legal o el revisor fiscal, según corresponda, diligenciará el «Formato 10A – Participación mayoritaria de 
mujeres cabeza de familia y/o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar (persona jurídica)», mediante 
el cual acreditará, bajo la gravedad del juramento, que más del cincuenta por ciento (50 %) de la 
composición accionaria o cuota parte de la persona jurídica está constituida por mujeres cabeza de 
familia y/o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar. Además, deberá probar la condición indicada de 
cada una de las mujeres que participen en la sociedad, aportando los documentos que avalen el 
cumplimiento de los requisitos, de acuerdo con los dos incisos anteriores.  
 
Finalmente, en el caso de los Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los 
integrantes acredite alguna de las condiciones señaladas en los incisos anteriores de este numeral. 
 
Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen 
datos sensibles de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, 
adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las mujeres víctimas de 
violencia intrafamiliar, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el 
«Formato 11 – Autorización para el tratamiento de datos personales» mediante el cual autoricen de 
manera previa y expresa el tratamiento de esta información, como requisito para el otorgamiento del 
criterio de desempate. 
 

3. Preferir la propuesta presentada por el Proponente que acredite en las circunstancias establecidas en 
la ley que por lo menos el diez por ciento (10 %) de su nómina está en condición de discapacidad, de 
acuerdo con el artículo 24 de la Ley 361 de 1997 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o 
sustituya, debidamente certificadas por la oficina del Ministerio del Trabajo de la respectiva zona, que 
hayan sido contratados con por lo menos un (1) año de anterioridad a la fecha de cierre del presente 
Proceso de Contratación o desde el momento de la constitución de la persona jurídica cuando esta es 
inferior a un (1) año y que manifieste adicionalmente que mantendrá dicho personal por un lapso igual 
al término de ejecución del contrato, para lo cual deberá diligenciar el «Formato 10 B – Vinculación de 
personas en condición de discapacidad». En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se 
tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente 
contemplada en el Pliego de Condiciones definitivo. 
 
Si la oferta es presentada por un Proponente Plural, el integrante que acredite que el diez por ciento 
(10 %) de su nómina está en condición de discapacidad, en los términos del presente numeral, debe 
tener una participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en la estructura plural y aportar 
como mínimo el veinticinco por ciento (25 %) de la experiencia acreditada en la oferta.  
 
El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata este numeral se acreditará con el certificado 
de aportes a seguridad social del último año o del tiempo de su constitución cuando su conformación 
sea inferior a un (1) año, en el que se demuestren los pagos realizados por el empleador.  
 

4. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite la vinculación en mayor proporción de 
personas que no sean beneficiarios de la pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia y que hayan 
cumplido el requisito de edad de pensión establecido en la ley. Para ello la persona natural, el 
representante legal de la persona jurídica o el revisor fiscal, según corresponda, diligenciará el «Formato 
10 C – Vinculación de personas no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o sobrevivencia – 
(Empleador – Proponente)», mediante la cual certificará bajo la gravedad del juramento las personas 
vinculadas en su nómina y el número de trabajadores que no son beneficiarios de la pensión de vejez, 
familiar o de sobrevivencia y que cumplieron el requisito de edad de pensión. Solo se valdrá la 
vinculación de aquellas personas que se encuentren en las condiciones descritas y que hayan estado 
vinculadas con una anterioridad igual o mayor a un (1) año contado a partir de la fecha del cierre del 
Proceso de Contratación. Para los casos de constitución inferior a un (1) año, se tendrá en cuenta a 
aquellos que hayan estado vinculados desde el momento de la constitución de la persona jurídica. En 
caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo 
de vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada en el Pliego de Condiciones definitivo. 
 
El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata el inciso anterior se acreditará con el 
certificado de aportes a la seguridad social del último año o del tiempo de constitución de la persona 
jurídica en caso de que esta sea inferior a un (1) año, en el que se demuestre los pagos realizados por 
el empleador.  
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En el caso de los Proponentes Plurales, su representante legal diligenciará el «Formato 10C – 
Vinculación de personas no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o sobrevivencia – (Empleador 
– Proponente)», mediante el cual certifique el número de trabajadores vinculados que son personas no 
beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia, y que cumplieron el requisito de edad 
de pensión establecido en la ley, de todos los integrantes del Proponente. Las personas enunciadas 
anteriormente podrán estar vinculadas a cualquiera de sus integrantes. 
 
En cualquiera de los dos supuestos anteriores, para el otorgamiento del criterio de desempate, cada 
uno de los trabajadores que cumpla las condiciones previstas por la ley diligenciará el «Formato 10 C – 
Vinculación de personas no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o sobrevivencia (Trabajador)», 
mediante el cual certifica bajo la gravedad del juramento que no es beneficiario de pensión de vejez, 
familiar o sobrevivencia, y cumple la edad de pensión; además, se deberá allegar el documento de 
identificación del trabajador que lo firma. 
La mayor proporción se definirá en relación con el número total de trabajadores vinculados en la planta 
de personal, por lo que se preferirá al oferente que acredite un mayor porcentaje. En el caso de 
Proponentes Plurales, la mayor proporción se definirá con la sumatoria de trabajadores vinculados en 
la planta de personal de cada uno de sus integrantes. 

5. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite que por lo menos el diez por ciento (10 %) 
de su nómina pertenece a población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana, 
para lo cual la persona natural, el representante legal o el revisor fiscal, según corresponda, bajo la 
gravedad del juramento, diligenciará el «Formato 10D – Vinculación de población indígena, negra, 
afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana» mediante el cual certifica las personas vinculadas a 
su nómina y el número de identificación y el nombre de las personas que pertenecen a la población 
indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana. Solo se tendrá en cuenta aquellas 
personas que hayan estado vinculadas con una anterioridad igual o mayor a un (1) año contado a partir 
de la fecha del cierre del proceso. Para los casos de constitución inferior a un (1) año, se valdrá aquellos 
que hayan estado vinculados desde el momento de la constitución de la persona jurídica. En caso de 
modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de 
vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada en el Pliego de Condiciones definitivo. 

El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata el inciso anterior se acreditará con el 
certificado de aportes a seguridad social en el que se demuestren los pagos realizados por el empleador 
en el último año contado a partir de la fecha del cierre del proceso o del tiempo de su constitución 
cuando esta es inferior a un (1) año.  

Además, deberá aportar la copia de la certificación expedida por el Ministerio del Interior en la cual 
acredite que los trabajadores pertenecen a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, 
palenquera, Rrom o gitana en los términos del Decreto Ley 2893 de 2011, o la norma que lo modifique, 
sustituya o complemente. 

En el caso de los Proponentes Plurales, su representante legal diligenciará el «Formato 10 D – 
Vinculación de población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana», mediante 
el cual certifica que por lo menos el diez por ciento (10 %) del total de la nómina de sus integrantes 
pertenece a población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana. Este 
porcentaje se definirá de acuerdo con la sumatoria de la nómina de cada uno de los integrantes del 
Proponente Plural. Las personas enunciadas anteriormente podrán estar vinculadas a cualquiera de 
sus integrantes. En todo caso, deberá aportar la copia de la certificación expedida por el Ministerio del 
Interior, en la cual acredite que el trabajador pertenece a la población indígena, negra, afrocolombiana, 
raizal, palenquera, Rrom o gitana en los términos del Decreto Ley 2893 de 2011, o la norma que lo 
modifique, sustituya o complemente. 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen 
datos sensibles de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, 
adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información de estos, como son las personas que 
pertenecen a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana, en los 
términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el «Formato 11- Autorización 
para el tratamiento de datos personales» mediante el cual autoriza de manera previa y expresa el 
tratamiento de la información, como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate. 

6. Preferir la propuesta de personas naturales en proceso de reintegración o reincorporación para lo cual 
presentará copia de alguno de los siguientes documentos: i) la certificación en las desmovilizaciones 
colectivas que expida la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, ii) el certificado que emita el Comité 
Operativo para la Dejación de las Armas respecto de las personas desmovilizadas en forma individual, 
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iii) el certificado que emita la Agencia para la Reincorporación y la Normalización que acredite que la 
persona se encuentra en proceso de reincorporación o reintegración o iv) cualquier otro certificado que 
para el efecto determine la Ley. Además, se entregará copia del documento de identificación de la 
persona en proceso de reintegración o reincorporación. 

En el caso de las personas jurídicas, el representante legal o el revisor fiscal, si están obligados a 
tenerlo, diligenciarán el «Formato 10 E- Participación mayoritaria de personas en proceso de 
reincorporación y/o reintegración (personas jurídicas)», por medio del cual certificarán bajo la gravedad 
del juramento que más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o cuotas partes de 
la persona jurídica está constituida por personas en proceso de reintegración o reincorporación. 
Además, deberá aportar alguno de los certificados del inciso anterior, junto con los documentos de 
identificación de cada una de las personas que está en proceso de reincorporación o reintegración. 

Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando todos los integrantes sean personas 
en proceso de reincorporación, para lo cual se entregará alguno de los certificados del inciso primero 
de este numeral, y/o personas jurídicas donde más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición 
accionaria o cuotas partes esté constituida por personas en proceso de reincorporación, para lo que el 
representante legal, o el revisor fiscal, si está obligado a tenerlo, diligenciarán, bajo la gravedad del 
juramento, el «Formato 10 E - Participación mayoritaria de personas en proceso de reincorporación 
(personas jurídica integrante del Proponente Plural)», y aportará los documentos de identificación de 
las personas en proceso de reincorporación. 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen 
datos sensibles de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, 
adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las personas en proceso de 
reincorporación o reintegración, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, 
diligencien el «Formato 11- Autorización para el tratamiento de datos personales» mediante el cual 
autoriza de manera previa y expresa el tratamiento de la información, como requisito para el 
otorgamiento del criterio de desempate.  

7.  Preferir la oferta presentada por un Proponente Plural siempre que se cumplan las condiciones de los 
siguientes literales: 

(a) Esté conformado por al menos una madre cabeza de familia y/o una persona en proceso de 
reincorporación o reintegración, para lo cual se acreditarán estas condiciones de acuerdo con lo previsto 
en el inciso 1 del numeral 2 y/o el inciso 1 del numeral 6, de los criterios de desempate del presente 
Pliego de Condiciones; o por una persona jurídica en la cual participe o participen mayoritariamente 
madres cabeza de familia y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración, para lo cual el 
representante legal o el revisor fiscal, si están obligados a tenerlo, diligenciará el «Formato 10 F – 
Participación mayoritaria de mujeres cabeza de familia y/o personas en proceso de reincorporación o 
reintegración (personas jurídicas)», mediante el cual certifica, bajo la gravedad del juramento, que más 
del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o cuota parte de la persona jurídica está 
constituida por madres cabeza de familia y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración. 
Además, deberá acreditar la condición indicada de las personas que participe en la sociedad que sean 
mujeres cabeza de familia y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración, allegando los 
documentos de cada uno de ellos, de acuerdo con lo previsto en este literal. Este integrante debe tener 
una participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en el Proponente Plural. 

(b) el integrante del Proponente Plural de que trata el anterior literal debe aportar mínimo el veinticinco 
por ciento (25 %) de la experiencia acreditada en la oferta.  

(c) en relación con el integrante del literal a) ni la madre cabeza de familia o la persona en proceso de 
reincorporación o reintegración, ni la persona jurídica, ni sus accionistas, socios o representantes 
legales podrán ser empleados, socios o accionistas de otro de los integrantes del Proponente Plural, 
para lo cual el integrante persona natural o el representante legal de la persona jurídica de que trata el 
literal a) lo manifestará diligenciando el «Formato 10 F Participación mayoritaria de mujeres cabeza de 
familia y/o personas en proceso de reincorporación y/o reintegración».  

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que contienen 
datos sensibles de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo modifique, aclare, 
adiciona o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las personas en proceso de 
reincorporación y/o reintegración, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, 
diligencien el «Formato 11- Autorización para el tratamiento de datos personales» mediante el cual 
autoriza de manera previa y expresa el tratamiento de esta información, como requisito para el 
otorgamiento del criterio de desempate.  
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8. Preferir la oferta presentada por una Mipyme, lo cual se verificará en los términos del parágrafo del 
artículo 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del artículo 
2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015. En este sentido, el tamaño empresarial se acreditará con la 
copia del certificado del Registro Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme 
al momento de su presentación.  

Asimismo, se preferirá la oferta presentada por una cooperativa o asociaciones mutuales para lo cual 
se aportará el certificado de existencia y representación legal expedido por la cámara de comercio o la 
autoridad respectiva. En el caso específico en que el empate se presente entre cooperativas o 
asociaciones mutuales que tengan el tamaño empresarial de grandes empresas junto con micro, 
pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de las cooperativas o asociaciones mutuales que cumplan 
con los criterios de clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015 o la norma que lo 
modifique, aclare, adicione o sustituya, que sean micro, pequeñas o medianas. 

Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes acredite 
alguna de las condiciones señaladas en los incisos anteriores de este numeral. En el evento en que se 
presente empate entre Proponentes Plurales cuyos integrantes estén conformados únicamente por 
cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la calidad de grandes empresas junto con otras en 
las que los integrantes tengan la condición de micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de 
aquellos Proponentes Plurales en los cuales al menos uno de sus integrantes sea una cooperativa o 
asociación mutual que cumpla con los criterios de clasificación empresarial definidos por el Decreto 
1074 de 2015 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, que sean micro, pequeñas o 
medianas. 

9. Preferir la oferta presentada por el Proponente Plural constituido en su totalidad por micro y/o pequeñas 
empresas, cooperativas o asociaciones mutuales.  

La condición de micro o pequeña empresa se verificará en los términos del artículo 2.2.1.2.4.2.4 del 
Decreto 1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 
2015, esto es, el tamaño empresarial se acreditará con la copia del certificado del Registro Único de 
Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación.  

La condición de cooperativa o asociación mutual se acreditará con el certificado de existencia y 
representación legal expedido por la cámara de comercio o la autoridad respectiva. En el evento en que 
el empate se presente entre Proponentes Plurales cuyos integrantes estén conformados únicamente 
por cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la calidad de grandes empresas junto con otras 
en las que los integrantes tengan la calidad de micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de 
aquellos Proponentes Plurales en los cuales al menos uno de sus integrantes sea una cooperativa o 
asociación mutual que cumpla con los criterios de clasificación empresarial definidos por el Decreto 
1074 de 2015 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, que sean micro, pequeñas o 
medianas. 

10. Preferir al oferente persona natural o jurídica que acredite, de acuerdo con sus estados financieros o 
información contable con corte al 31 de diciembre del año anterior, que por lo menos el veinticinco por 
ciento (25 %) del total de sus pagos fueron realizados a Mipyme, cooperativas o asociaciones mutuales 
por concepto de proveeduría del oferente, efectuados durante el año anterior, para lo cual el Proponente 
persona natural y contador público; o el representante legal de la persona jurídica y el revisor fiscal para 
las personas obligadas por ley; o del representante legal de la persona jurídica y contador público, 
según corresponda, diligenciará bajo la gravedad del juramento el «Formato 10 G- Pagos realizados a 
Mipyme, cooperativas o asociaciones mutuales», en el que conste que por lo menos el veinticinco por 
ciento (25 %) del total de pagos fueron realizados a Mipyme, cooperativas o asociaciones mutuales.  
 
Igualmente, cuando la oferta es presentada por un Proponente Plural se preferirá a este siempre que:  
 
(a) esté conformado por al menos una Mipyme, cooperativa o asociación mutual que tenga una 
participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en el Proponente Plural, para lo cual se 
presentará el documento de conformación del Proponente Plural y, además, ese integrante acredite la 
condición de Mipyme, cooperativa o asociación mutual en los términos del numeral 8; 
 
(b) la Mipyme, cooperativa o asociación mutual aporte mínimo el veinticinco por ciento (25 %) de la 
experiencia acreditada en la oferta; y  
 
(c) ni la Mipyme, cooperativa o asociación mutual ni sus accionistas, socios o representantes legales 
sean empleados, socios o accionistas de los integrantes del Proponente Plural, para lo cual el integrante 
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respectivo lo manifestará diligenciando el «Formato 10 H – Acreditación Mipyme», suscrito por la 
persona natural o el representante legal de la persona jurídica.  
 
En el evento en que el empate se presente entre Proponentes Plurales, que cumplan con los requisitos 
de los incisos anteriores, cuyos integrantes estén conformados únicamente por cooperativas y 
asociaciones mutuales que tengan la calidad de grandes empresas junto con otras en las que los 
integrantes tengan la condición de micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de aquellos 
Proponentes Plurales en los cuáles al menos uno de sus integrantes sea una cooperativa o asociación 
mutual que cumpla con los criterios de clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015, 
que sean micro, pequeñas o medianas. 

11. Preferir las empresas reconocidas y establecidas como Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo o 
Sociedad BIC, del segmento Mipyme, para lo cual se presentará el certificado de existencia y 
representación legal en el que conste el cumplimiento de los requisitos del artículo 2 de la Ley 1901 de 
2018, o la norma que la modifique o la sustituya. Asimismo, acreditará la condición de Mipyme en los 
términos del numeral 8.  

Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes acredite 
las condiciones señaladas en el inciso anterior de este numeral. 

12. Si después de aplicar los criterios anteriormente mencionados persiste el empate: 

(a) La Institucion Educativaordenará a los Proponentes empatados en orden alfabético según el nombre 
completo de la persona natural, la persona jurídica o el Proponente Plural. En caso de que dos o más 
proponentes tengan el mismo nombre se colocará primero en el orden a quienes hayan presentado 
primero en el tiempo sus ofertas. Una vez ordenados, le asignará un número entero a cada uno de estos 
de forma ascendente, de tal manera que al primero de la lista le corresponda el 1. 

(b) Seguidamente, la Institucion Educativadebe tomar la parte entera (números a la izquierda de la coma 
decimal) de la TRM que rigió el día del cierre del proceso. La Institucion Educativadebe dividir esta parte 
entera entre el número total de Proponentes en empate, para posteriormente tomar su residuo y 
utilizarlo en la selección final. 

(c) Realizados estos cálculos, la Institucion Educativaseleccionará a aquel Proponente que presente 
coincidencia entre el número asignado y el residuo encontrado. En caso de que el residuo sea cero (0), 
se escogerá al Proponente con el mayor número asignado. 

Nota 1: Los factores de desempate deberán aplicarse en armonía con los Acuerdos Comerciales vigentes 
suscritos por Colombia. De esta manera, en el evento en que el empate se presente entre ofertas cubiertas por 
un Acuerdo Comercial, se aplicarán los factores de desempate que sean compatibles con los mencionados 
Acuerdos. 

Nota 2: Si el empate entre las propuestas se presenta con un Proponente, bien o servicio extranjero cuyo país 
de origen no tiene Acuerdo Comercial con Colombia, ni trato nacional por reciprocidad o con ocasión de la 
normativa comunitaria, se dará aplicación a todos los criterios de desempate previstos en el presente numeral. 

Nota 3: Conforme con el artículo 18 de la Ley 1712 de 2014 y los artículos 5 y 6 de la Ley 1581 de 2012, la 
Institucion Educativagarantizará el derecho a la reserva legal de toda aquella información que acredita el 
cumplimiento de los factores de desempate de: i) las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, ii) las personas 
en proceso de reincorporación y/o reintegración y iii) la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, 
palenquera, Rrom o gitana. 

De acuerdo con lo anterior, en la plataforma del SECOP no se publicará la información relacionada con los 
factores de desempate de personas en procesos de reincorporación o reintegración o mujeres víctimas de 
violencia intrafamiliar o la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana, puesto 
que su público conocimiento puede afectar el derecho a la intimidad de los oferentes o de sus trabajadores o 
socios o accionistas. 

Nota 4: Para efectos de los factores de desempate dispuestos en este numeral, se entiende por experiencia 
acreditada en la oferta, la sumatoria de los contratos que demuestren la experiencia general de la actividad 
principal, expresados en salarios mínimos mensuales legales vigentes (SMMLV).  

 
 
 
15. ANÁLISIS DE RIESGOS Y FORMA DE MITIGARLO. 
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La Matriz – Riesgos incluye los riesgos que se pueden presentar durante la ejecución del contrato. Esta matriz 
describe cada uno de los riesgos, la consecuencia de su ocurrencia, a quien se le asigna, cual es el tratamiento 
en caso de ocurrencia y quien es el responsable del tratamiento entre otros aspectos. 
 
16. GARANTÍAS. 
 
16.1. GARANTÍA DE SERIEDAD DE LA OFERTA. 
 
El proponente debe presentar con la propuesta una garantía de seriedad de la oferta que cumpla con los 
parámetros, condiciones y requisitos que se indican en este numeral. 
 
Cualquier error o imprecisión en el texto de la garantía presentada será susceptible de aclaración por el 
proponente hasta el término de traslado del informe de evaluación. Sin embargo, la no entrega de la garantía 
no es subsanable y se rechazará la oferta. 
 
Las características de las garantías son las siguientes: 
 

Característica Condición 

Clase 
Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 2015, 
a saber: (i) Contrato de seguro contenido en una póliza, (ii) Patrimonio autónomo y (iii) 
Garantía Bancaria. 

Asegurado/ 
beneficiario INSTITUCION EDUCATIVA FERNANDO DE LA VEGA  

Amparos Los perjuicios derivados del incumplimiento del ofrecimiento en los eventos señalados en 
el artículo 2.2.1.2.3.1.6 del Decreto 1082 de 2015. 

Vigencia 3 meses contados a partir de la fecha de cierre del Proceso de Contratación.  
Valor 

Asegurado Diez por ciento (10 %) del Presupuesto Oficial del Proceso de Selección  

Tomador  

• Para las personas jurídicas: la Garantía deberá tomarse con el nombre o razón social 
y tipo societario que figura en el Certificado de Existencia y Representación Legal 
expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no solo con su sigla, a no ser que 
en el referido documento se exprese que la sociedad podrá denominarse de esa 
manera. 

• Para los Proponentes Plurales: la Garantía deberá ser otorgada por todos los 
integrantes del Proponente Plural, para lo cual se deberá relacionar claramente los 
integrantes, su identificación y porcentaje de participación, quienes para todos los 
efectos serán los otorgantes de la misma.  

 
Si en desarrollo del proceso de selección se modifica el cronograma, el proponente deberá ampliar la vigencia 
de la garantía de seriedad de la oferta hasta tanto no se hayan perfeccionado y cumplido los requisitos de 
ejecución del respectivo contrato. 
 
La propuesta tendrá una validez igual al término de vigencia establecido para la garantía de seriedad de la 
oferta. Durante este período la propuesta será irrevocable, de tal manera que el proponente no podrá retirar ni 
modificar los términos o condiciones de la misma, so pena de que la Institución Educativa pueda hacer efectiva 
la garantía de seriedad de la oferta. 
 
 
16.2. GARANTÍA ÚNICA DE CUMPLIMIENTO 
 
Para cubrir cualquier hecho constitutivo de incumplimiento, el contratista deberá presentar la garantía de 
cumplimiento en original a la Institucion Educativadentro de los cinco (5) días hábiles siguientes contados a 
partir de la firma del contrato y requerirá la aprobación de la entidad. Esta garantía tendrá las siguientes 
características: 
 

Característica Condición  

Clase 
Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 
2015, a saber: (i) contrato de seguro contenido en una póliza para entidades estatales, 
(ii) patrimonio autónomo, (iii) garantía bancaria. 

Asegurado/ 
beneficiario INSTITUCION EDUCATIVA FERNANDO DE LA VEGA  
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Característica Condición  

Amparos, 
vigencia y 
valores 
asegurados 

 
Amparo Vigencia  Valor Asegurado 
Cumplimiento general del 
contrato y el pago de las multas y 
la cláusula penal pecuniaria que se 
le impongan 

Hasta la liquidación 
del contrato 

Diez por ciento (10 %) 
del valor total del 
contrato 

Pago de salarios, prestaciones 
sociales legales e 
indemnizaciones laborales del 
personal que el Contratista haya 
de utilizar en el territorio nacional 
para la ejecución del contrato 

 
 
Plazo del contrato y 
tres (3) años más 

 
 
Veinte por cinco (5%) 
del valor total del 
contrato 

 
Estabilidad y calidad de las 
obras ejecutadas entregadas a 
satisfacción 

Cinco (5) años 
contados a partir de 
la fecha de 
suscripción del 
Acta de Recibo 
Definitivo a 
satisfacción 

 
Veinte por ciento 
(20%) del valor final de 
las obras 

 

Tomador  

• Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón 
social y tipo societario que figura en el certificado de existencia y representación 
legal expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, a no 
ser que en el referido documento se exprese que la sociedad podrá denominarse 
de esa manera. 

• No se aceptan garantías a nombre del representante legal o de alguno de los 
integrantes del consorcio. Cuando el contratista sea una unión temporal o consorcio, 
se debe incluir razón social, NIT y porcentaje de participación de cada uno de los 
integrantes. 

• Para el contratista conformado por una estructura plural (unión temporal, consorcio): 
la garantía deberá ser otorgada por todos los integrantes del Contratista, para lo 
cual se deberá relacionar claramente los integrantes, su identificación y porcentaje 
de participación, quienes para todos los efectos serán los otorgantes de la misma.  

Información 
necesaria dentro 
de la póliza 

• Número y año del contrato  
• Objeto del contrato 
• Firma del representante legal del contratista 
• En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. 

Cumplimiento si el valor a asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 

 
El contratista está obligado a restablecer el valor de la garantía cuando esta se vea reducida por razón de las 
reclamaciones que efectúe la entidad, así como, a ampliar las garantías en los eventos de adición y/o prórroga 
del contrato. El no restablecimiento de la garantía por parte del contratista o su no adición o prórroga, según el 
caso, constituye causal de incumplimiento del contrato y se iniciarán los procesos sancionatorios a que haya 
lugar. 
 
16.3. ESTABILIDAD DE LA OBRA Y PERÍODO DE GARANTÍA  
 
El contratista será responsable de la reparación de todos los defectos que puedan comprobarse con 
posterioridad al recibo definitivo de las obras del contrato o si la obra amenaza ruina en todo o en parte, por 
causas derivadas de fabricaciones, replanteos, procesos constructivos, localizaciones y montajes efectuados 
por él y del empleo de materiales, equipo de construcción y mano de obra deficientes utilizados en la 
construcción. El contratista se obliga a llevar a cabo a su costa todas las reparaciones y reemplazos que se 
ocasionen por estos conceptos. Esta responsabilidad y las obligaciones inherentes a ella se considerarán 
vigentes por un período de garantía de cinco años (5) contados a partir de la fecha del Acta de Recibo Definitivo 
de las obras. El contratista procederá a reparar los defectos dentro de los términos que la Institucion Educativale 
señale en la comunicación escrita que le enviará al respecto. 
 
Si la inestabilidad de la obra se manifiesta durante la vigencia del amparo de la garantía respectiva y el 
contratista no realiza las reparaciones dentro de los términos señalados, la Institucion Educativapodrá hacer 
efectiva la garantía de estabilidad estipulada en el contrato. Así mismo, el contratista será responsable de los 
daños que se causen a terceros como consecuencias de las obras defectuosas durante el período de garantía. 
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Si las reparaciones que se efectúen afectan, o si a juicio de la Entidad, existe duda razonable de que puedan 
llegar a afectar el buen funcionamiento o la eficiencia de las obras o parte de ellas, la Institucion Educativapodrá 
exigir la ejecución de nuevas pruebas a cargo del contratista mediante notificación escrita que le enviará dentro 
de los treinta (30) días hábiles siguientes a la entrega o terminación de las reparaciones. 
 
16.4. GARANTÍA DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 
 
El contratista deberá contratar un seguro que ampare la responsabilidad civil extracontractual de la Institucion 
Educativacon las siguientes características: 
 

 
Característica  

Condición  
Clase Contrato de seguro contenido en una póliza  

Asegurados INSTITUCION EDUCATIVA FERNANDO DE LA VEGA 
NIT. y el Contratista 

Tomador 

• Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón 
social y tipo societario que figura en el certificado de existencia y representación 
legal expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, a 
no ser que en el referido documento se exprese que la sociedad podrá 
denominarse de esa manera. 

• No se aceptan garantías a nombre del representante legal o de alguno de los 
integrantes del consorcio. Cuando el contratista sea una unión temporal o 
consorcio, se debe incluir razón social, NIT y porcentaje de participación de cada 
uno de los integrantes. 

• Para el contratista conformado por una estructura plural (unión temporal, 
consorcio): la garantía deberá ser otorgada por todos los integrantes de la 
estructura plural, para lo cual se deberá relacionar claramente los integrantes, su 
identificación y porcentaje de participación, quienes para todos los efectos serán 
los otorgantes de la misma.  

Valor 
Doscientos (200) SMMLV para contratos cuyo valor sea inferior o igual a mil quinientos 
(1.500) SMMLV. 

Vigencia Igual al período de ejecución del contrato. 
Beneficiarios Terceros afectados y INSTITUCION EDUCATIVA FERNANDO DE LA VEGA  

Amparos 

 
Responsabilidad Civil Extracontractual de la entidad, derivada de las actuaciones, 
hechos u omisiones del contratista o subcontratistas autorizados. El seguro de 
responsabilidad civil extracontractual debe contener como mínimo los amparos 
descritos en el numeral 3º del artículo 2.2.1.2.3.2.9 del Decreto 1082 de 2015. 
 

Información 
necesaria dentro de 

la póliza 

• Número y año del contrato  
• Objeto del contrato 
• Firma del representante legal del contratista 
• En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. 

Cumplimiento si el valor a asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 

 
En esta póliza solamente se podrán pactar deducibles con un tope máximo del diez por ciento (10%) del valor 
de cada pérdida sin que en ningún caso puedan ser superiores a dos mil (2.000) SMMLV. 
 
Este seguro deberá constituirse y presentarse para aprobación de la entidad, dentro del mismo término 
establecido para la garantía única de cumplimiento.  
 
Las franquicias, coaseguros obligatorios y demás formas de estipulación que conlleven asunción de parte de la 
pérdida por la Institucion Educativaasegurada no serán admisibles. 
 
El contratista deberá anexar el comprobante de pago de la prima del seguro de responsabilidad civil 
extracontractual. 
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17. SOMETIMIENTO A UN ACUERDO COMERCIAL. 
 
El proceso de contratación está cubierto por los siguientes Acuerdos Comerciales y por la Decisión 439 de la 
Secretaría de la Comunidad Andina de Naciones (CAN): 
 

 

Acuerdo Comercial 

 
Institucion 

Educativa 
Estatal 
incluida 

 

 

Umbral 

 
Excepción 
aplicable 

 
Proceso de Contratación 

cubierto 

 México NO NO - NO 
 Perú SI NO - NO 
Chile 
 

SI NO - NO  

Costa Rica 
 

SI NO - NO  

Estados AELC 
 

SI NO - NO  

 
Triángulo Norte 

El Salvador NO -  NO 

 Guatemala 
 

SI SI SI *2 NO 

 Honduras 
 

NO NO - NO 

Unión Europea Reino 
Unido e Irlanda del Norte 
 

SI NO - NO 
 

*2 El suministro estatal de mercancías o servicios a personas o a Entidades Estatales del nivel territorial. 

En consecuencia, la Institucion Educativaconcederá trato nacional a Proponentes y servicios de los Estados 
que cuenten con un Acuerdo Comercial que cubra el Proceso de Contratación. 

Adicionalmente, los Proponentes de Estados con los cuales el Gobierno Nacional haya certificado la existencia 
de trato nacional por reciprocidad recibirán este trato. 
 
18. CONSTANCIA DEL CUMPLIMIENTO DEL DEBER DE ANÁLISIS DE LAS ENTIDADES ESTATALES 
(ARTÍCULO 2.2.1.1.1.6.1 DECRETO 1082 DE 2015). 
 
Se deja constancia que la Institucion Educativa cumplió con el deber de análisis para conocer el sector relativo 
al objeto del Proceso de Contratación desde la perspectiva legal, comercial, financiera, organizacional, técnica 
y de análisis de riesgo, que detalla en el documento anexo. 
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